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queda otra esperanza que pagar con la vida nuestra lealtad. Un tal 
Rodríguez Gil y Moreno han sido instrumentos de Caamaño y de 

los traidores de Morelia, y estos pícaros continúan dividiendo los áni­
mos y afectando una misión pública que ha caducado. 

En estos momentos se espera a Pueblita y Cantaritos, que deben 
entrar a esta plaza y que me alegraré se conduzcan con toda la pru­
dencia que demandan las circunstancias. Tengo el cuidado de que mi 
hijo Florentino con otro hermano menor fue para Ario y hasta el 
Tejamanil, donde se hallan nuestras fuerzas. Lo que deseo es que 
regrese, para que en seguida vea yo la determinación que tomo y para 
cuál punto me dirijo. Debo decir a usted que por el desconcierto de 

los que aquí han mandado no he podido ir a Coalcoman, insurrec­
cionado por tanta ineptitud y descaro de los que en tres días quieren 
coger 30 000 000 pesos. Tampoco me atreví a levantar fuerza ningu­
na. porque o era indispensable entrar en pleito con ( López) Uraga, 
Berriozábal. Álvarez y Caamaño o hacer el triste papel de cómplice, 
y en todo caso daba lugar a que se interpretara mi conducta y se 
me obligare a molestas polémicas y a enfadosas apologías. Tres de 

mis hijos, demasiado jóvenes, no aparecen todavía después de una 
persecución de más de seis meses, Quiero reunirlos y salir del Estado. 
mas no podré lograrlo sino a lo más para septiembre u octubre. Usted 
puede dirigirme sus cartas rotuladas a mí o a don Ramón Farías, her­
mano de Celsita que saluda a usted muy afectuosamente. Ojalá me 
�ea posible ir (a) ver a usted, para informarle cosas muy graves, 
advirtiéndole que el don Antonio Alvarez es enemigo de usted, gran 
lenguaraz y latente traidor. 

Consérvese usted bueno y mande lo que guste a su verdadero 
amigo. 

A. Florentino Mercado

Caamaño sólo efectuó dos hechos, el uno prenderme y el otro dar 
un balazo a mi hijo que salió muy mal, tan mal como ahora. 

[ Benito Juárez. Documentos. Discursos y Correspondencia, 2a. ed., 
México. Editorial Libros de México. Vol. 9, pp. 256-258] 
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INTRODUCCIÓN 

Bajo la convicc1on de que la expropiación forzosa no ha recibido en 
nuestro país la atención que merece, surge este trabajo que, por la vía 
del cotejo, quiere exhibir el drama de una institución cuyo régimen ha 
quedado inconcluso. La ley de expropiación actualmente vigente no es 
más que un trazo preliminar en el desarrollo de las técnicas d� afec­
tación. De su incompletud el Ejecutivo ha sacado fuerza y libertad 
de acción, en un sentido que no se aviene con la lógica del Estado de

Derecho. 
Las referencias a los sistemas expropiatorios en Argentina y en Es­

paña, tienen como propósito evidenciar la falta de un esfuerzo legisla� 
tivo y jurisprudenci I que otorgue a la expropiación mexicana �erda­
dera carta de identidad entre las instituciones jurídicas contempornneas. 

Metodológicamente, se ha querido partir de una aproximació� ge� e­
ral al proceso social que se encuentra en la b.ise de to�os los 

.
msutu­

tos jurídicos, inculados al fenómeno de la pertenencia de bienes o 
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derechos: la distribución de los bienes apropiables entre los agentes 
sociales interesados en su uso. 

Se ha in tentado caracterizar a la institución expropiatoria, primero 
en su dimensión moderna, después en su fase de instrumento político 
de conformación y. por último, como técnica neutral al servicio de una 
sociedad que reclama su propia conducción. 

La valoración de los elementos de la técnica expropiatoria se efectúa 
al margen de los argumentos pasionales que fueron de uso corriente 
en el debate ideológico que suscitó la Ley de Expropiación de 1936. 
Se insiste, en cambio, en los factores técnicos y en su modo de vincu­
larse con los regímenes políticos donde la expropiación opera. 

Para el cotejo se seleccionaron tres regímenes de habla hispana y 
con afinidades culturales que, sin embargo, presentan característica5 
propias bien definidas. En el régimen argentino predomina la visión 
clásica de la expropiación, en la cual se articula el énfasis en el pro­
cedimiento judicial con la ausencia de un uso político de la institución. 
En España, destaca el desarrollo técnico que alcanza la Ley de 1954 
y la precisión con la que se define el equilibrio de la expropiación en 
el procedimiento ordinario; sin embargo, en este régimen es palpable 
que la normalización de los procedimientos excepcionales compromete 
seriamente la efectividad de la ley. Por último, en el régimen mexicano 
resaltan las carencias en cuanto a instrumentos de defensa procesal 
se refiere; tampoco existe un perfil claro de la relación expropiatoria 
y, en el proceso, sólo parece moverse con sentido definid.o la autori­
dad expropiante. 

Si la democracia es efectivamente un valor de la organización polí­
tica occidental, su consecución definitiva es todavía un proceso arduo. 
Las instituciones jurídicas que , como la expropiación, se sitúan en la 
encrucijada de las relaciones entre gobernantes y gobernados, propor~ 
donan claves muy seguras sobre la textura auténtica de un régimen. 
Una expropiación definida sin cortapisas es, por fuerza, una zona 
oscura donde el poder se arma sin controles racionales; por el contra~ 
rio, una expropiación fincada en fórmulas que garanticen el equilibrio 
de los intereses en juego, habla necesariamente de civilización y de 
apertura hacia la coparticipación de los agentes sociales. 

Con el ánimo franco de incomodar a nuestro medio jurídico, proJ 
pongo este análisis que. po.r momentos, asume matices de denuncia 
sobre la escasa producción ~legislativa y doctrinal- en tomo a una 
materia fundamental para nuestro desarrollo político. La existencia in~ 
cuestionada de una expropiación bárbara no sólo refleja el perfil auto-
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ritario de un régimen político, sino también la pobreza del medio civil 
que lo soporta. 

l. UNIDAD Y CONTINUIDAD DE LAS RELACIONES SOCIALES 

DE PROPIEDAD 

1.1 Insuficiencia de la noción "derecho subjetivo" 

Sucede habitualmente con los temas jurídicos que el análisis de una 
institución o de una región normativa específica se plantea sólo como 
un ejercicio de valoración formal. Sin embargo, si queremos penetrar 
más allá de esta pantalla inicial y establecer un contraste efectivo en­
tre la institución normativa del caso y la conducta real de los sujetos 
involucrados, es menester abandonar los prejuicios puristas Y arribar, 
sin rubor, a la dimensión de las conductas sociales interesadas. Para 
ello debemos trascender el límite convencional que una gran parte de 
los 'juristas ha decidido autoindicarse; tendremos, de he~ho, que di1~­
tar el objeto de estudio para atender a un tiempo el fe:nomeno especi~ 
ficamente normativo y las consecuencias fácticas que éste genera en 
el terreno de su eficacia.1 

Entre los in~titutos jurídicos, la propiedad es de los que menos ad­
miten un tratamiento formal con inclinaciones asépticas. Se trata de 
un objeto dinámico donde se acusa permanentemente e! efecto de las 
relaciones sociales que condensa. La posición de los su1etos en la so­
ciedad ordenada normativamente a partir del acceso y del control 
que és,tos tienen sobre los bienes materia~es, consti:uye el núcl_eo ver­
dadero de la institución. Así. cuando decunos propiedad, nos situamos 
en el terreno del símbolo normativo en cuyo sentido se ordena un ~ro­
ceso de apropiación individual; una acción de exclusión Y apartamien­
to, mediante la cual el orden jurídico preserva el disfrute particul_a~ ~e 
los bienes a favor de los sujetos propietarios, al tiempo que posibilita 

su distribución a través del intercambio. 
La noción del derecho subjetivo, cuando se proyecta _c?mo dato c~­

tral en la caracterización de la propiedad, impide clarificar _la ma901-
tud de] proceso que se sucede en el conjunto del grupo soa~l de que 
se trate.2 Los pensadores de la Ilustración hicieron de la propiedad una 

1 v·d LuHMANN Nildas Sistema jurídico y dogmática jurídica (trad. ~· de O~­
to)' c:~tro de Estu.dios co'nstitucionales, Madrid, 1983. En especial_ los os cap1-

tulos finales, pp . 95-1-47.J La . dad constitucional. El estatuto juridico del 
2 BARNES VAzQUEZ, avier, pr~pze d 'd 1988 107~117. 

suelo agrario, Civitas. Col. Monografias, Ma n , • PP· 
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referencia integral al plantearla en un triple n ivel : primero, como cauce 
práctico de la libertad; después, como dato primigenio para la iden~ 
tificación de Jos agentes políticamente activos y , finalmente , como 
prerrogativa principal de los particulares frente al poder público.3 

La propiedad privada decimonónica pasaba, sin mediaciones, de su 
definición constitucional como garantía inquebrantable frente al poder 
constituído, al confinamiento de sus a lcances dentro del terreno dogJ 
mático de la codificación civil. E n realidad, la propiedad nunca fue 
contemplada como fenómeno público, sino sólo como coto íntimo cuya 
neutralidad social quedó con fiada al hermetismo y a la abstracción, 
propios de la construcción doctrinaria de los derechos reales. 4 

Bajo este signo totalizador, ha sido muy difícil reconstruir el sen~ 
tido social de las relaciones de apropiación; sin embargo, el consti~ 
tucionalismo europeo del siglo xx ha conseguido sobreponerse y ha 
replanteado la cuestión de la propiedad en la dimensión del conjunto 
social. Así, se ha restablecido la conciencia de que el problema cen~ 
tral a resolver es el del acceso de los sujetos interesados al disfrute 
de los bienes disponibles en una socieda d y no, solamente, el de la 
felicidad de los sujetos propietarios. 5 

El siglo XX ha sido, hasta ahora, el tiempo del desengaño. No se 
neces ita del socialismo para constatar las exageraciones que se han 
tejido en torno al mito de la propiedad como derecho subjetivo de 
carácter absoluto. Con la crisis del concepto racionalista de propiedad, 
ha venido inevitablemente la convicción clara de que la voluntad inJ 
dividua! es un fenómen o relativo; por ende, el conjunto de bienes 
disponibles debe ser arbitrado, de manera simultánea, por los órganos 
públicos y por los mecanismos privados de na turaleza mercantil. Al 
mercado le corresponde una primera asignación espontánea; a la 
autoridad toca racionalizar y compensar los desequilibrios que arroja 
el intercambio. Los órganos públicos preservan ciertos bienes contra la 

3 Vid., Rooon., Stefano, E l terrible Derecho. Estudios sobre la propiedad pl'i~ 
vada (pról. y trad. Diez P icazo ) , Civitas, Col. Monografías, Madrid, 1986, pp. 97~ 
101; también Me P HEARSON, C. B., La teoría política del individualismo posesivo. 
De H obbes a Loe/ce (trad. J. R. Capella ) , 2a ed., Pontanella, Barcelona, 1979, pp. 
225-252. 

4 Cfr., LóPF.Z V L óPEZ, Án gel M.. La disciplina Constítucional de la propiedad 
privada, T ecnos. Col. T emas Claves de la Institución Española, M adrid, 1988, pp. 
27-38. 

i; Vid .. por ejemplo, el ensayo de U)NSTANTINO, M ., "Prop:etarios y sujetos in­
tere;:iados en el uso soc:al de lo bienes", en vol. Col. D erecho privado. Un ensa~ 
y~ p w fo cn.se,'i¡Jnza ( recopil. Niccolo Liparl) , Publicaciones del Rea l Coleoio de 
Esp'lña, Bc,lonía, 1980, pp. 217-28 1. 
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devastación lucrativa, distribuyen el disfrute de las cosas públicas y, 
sobre todo, establecen el sentido del ejercicio patrimonial individual , 
positivizando criterios de coordinación y compatibilidad para que los 
propietarios privad.os puedan realizar en forma simultánea sus de~ 
rechos. 

A estas alturas del siglo es posible distinguir con precisión que la 
declinación de la noción de derecho subjetivo absoluto no desdice el 
sentido de la propiedad privada en el mundo occidental. La propiedad 
sigue siendo una pieza importante en el mecanismo del Estado de Dere~ 
cho. Su alcance simbólico norma la exclusión relativa del poder públi~ 
co de los negocios privados y autoriza a los sujetos beneficiarios a un 
disfrute exclusivo que, no obstante, se acota en las circunstancias de 
la conveniencia social y de interés público. El reconocimiento de la 
necesidad de estos límites afianza, más que destruye, la permanencia 
histórica de la propiedad. La apropiación , acotada y dirigida por una 
voluntad política que condensa el sentido de la acción social. es, desde 
luego, un fenómeno que ofrece mejores condiciones d: vi~_bilidad que 
aquel derecho esclerótico, sin previsiones de coordmac1on para su 
ejercicio a nivel de conjunto social, que pergeñaron . los pens3d: res 
liberales en el momento más aristocrático de su doctnna . 

Las tesis que insisten en abordar el análisis de la propiedad desde 
la perspectiva de su función social. ponen en evidencia el carácter 
plurilineal que este derecho acusa en su ejercicio; así, l_as . potestades 
de disposición y disfrute aparecen traslapadas con restncci_~nes espe­
ciales. cargas, e incluso obligaciones genéricas de abstenc1on q~e se 
imponen a los titulares . Los distintos tipos de bienes , según_ los !mea~ 
mientos de su vocación económica , quedan regulados a traves de esta­
tutos diferenciados, en los que se respetan las peculiares amalgamas 
de potestades y deberes dictados por el legislador en uso de la capa­
cidad constitucional que lo habilita para modelar el ejercicio de e5te 

derecho.º 1 
La madurez de la propiedad privada se expresa precisamen te en ª 

desaparición de los rasgos de intangibilidad que e_ste _derecho mantuv~ 

d t 1 · 1 •pasado Hoy el régimen constitucional preserva e 
uran e e s1g o · • • • 1 · 1 t' 

núcleo simbólico del derecho, pero autoriza la inmiscuSion egis ª iva 
· · · La propiedad actual es una en el sentido concreto de su eJ ercicio. 'd 

. l ·dades sociales reconoc1 as por prerrogativa moldeable segun as neces1 . . 
E · · nto equ ivale a situar su las asambleas legisla tivas. ste reconoctmte 

G B ARNES VAzauaz, Javier, op. cit., supra nota (2) • PP· 93- 155-
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dimensión normativa en una extensión que abarca conjuntamente los 
terrenos tradicionales del derecho público y del derecho privado. 

I .2 El asunto de la continuidad 

La continuidad del proceso en el que acontecen las relaciones de 
propiedad desdice el sentido de uno de los principios que se ofrecen 
como paradigmas de la organización institucional de occidente: el de 
la bipartición del espacio social en un hemisferio público y otro privado. 

Como protagonistas de la dualidad del campo social surgen dos ele~ 
mentas, asimétricos de origen: la sociedad civil y el Estado. Esta seg­
mentación de la realidad social se genera en el plano institucional 
con la especificación de las tareas políticas. Jurídicamente, el fenó­
meno se traduce en la bifurcación del objeto normativo entre el dere­
cho público y el derecho privado. A esta imagen de la disociación del 
fenómeno político se opone la forma concreta de los procesos sociales 
que no siempre se aviene a la hipótesis de la parcelización. La conti­
nuidad de los procesos obliga a la reconciliación del Estado con la 
sociedad: es decir, a ubicar el fenómeno estatal como un ángulo espe­
cífico de las relaciones sociales.7 

La dualidad Estado-Sociedad Civil supone tres criterios funciona­
les, a saber : a) el de la separación permanente de los dos órdenes, 
b) el del carácter complementario que estos dos ámbitos tienen entre 
sí y, finalmente, c) el de la subordinación del ejercicio político a la 
realización de los intereses de los sujetos privados. Estas proposici~ 
nes pueden, a fin de cuentas, intentar sintetizarse en las ideas de 
complementariedad, garantía y subsidiaridad que juega el Estado en 
relación con los procesos mercantiles. 

En el caso de las relaciones de propiedad se hace manifiesto que, 
junto al fenómeno de la distribución social de los bienes apropiables, 
hay también un germen de ejercicio político, el cual surge y se desa­
rrolla en la medida en que la situación patrimonial de los sujetos ad­
quiere una connotación específica en el lenguaje del poder. En el 
mundo contemporáneo este efecto se encuentra diluído por gracia del 
sufragio universal; sin embargo, durante el siglo pasado, bajo los per­
file3 de la democracia censitaria, la habilitación política de los sujetos 

1 Cfr.,_ ~ OBBJO, Norberto, Estado, gobierno y sociedad. Por una teoría general 
de ln pol,tcca (trad. Ferde Santülán), FCE, Col. Breviarios 187 México 1989 pp 
11 -38 y 79-86. ' , , . 
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provenía precisamente del reconocimiento positivo de su interés patri­

monial. 
Tanto la organización del Estado como de la Sociedad Civil se en-

cuentran atravesadas por criterios específicos para la asignación de 
los bienes apropiables. El Estado Moderno traza su margen de compe­
tencia en orden al respeto y a la salvaguarda de 1a intimidad de los 
ciudadanos. Por eso la propiedad es primero un asunto constitucio~ 
nal. Por otro lado, la sociedad civil se expresa, desde su origen, como 
un ámbito de composición de la interacción de los intereses privados: 
es, por tanto, el territorio natural de la titularidad de los bienes y del 

contrato.8 

La disociación aparente de los espacios sociales desdibuja el carác-
ter concreto de los nexos de continuidad que existen en aras de la 
compleroentariedad de los dos ámbitos. En las concepciones decim~ 
nónicas sobre la propiedad privada sólo se reconocía a la expropiación 
como vía excepcional para ligar ambas dimensiones y, erróneamente, 
la relación se perfiló siempre bajo la forma de conflicto. Hoy, ya so­
focados los ímpetus del liberalismo emergente, ha sido posible tratar 
con serenidad el traslape natural del mundo público con el privado Y 
explicar, con ideas que trascienden la visión fatalista de la coalición 
de intereses, las líneas de conexión entre los dos espacios. 

Las tesis que sostienen la función social de los derechos individuales 
han hecho un gran aporte para la comprensión de la presencia pública 
a través de actos legislativos que modulan el ejercicio de esas pre~ 
rogativas en las que predominaba el carácter marcadamente subj~tiv.-:, . 
En el caso de la propiedad, la visión que privilegia la utilidad privada 
ha debido matizarse, al grado que en torno de este derecho se han 
construido fórmulas que equilibran su contenido esencial ...-casi siem­
pre definido a nivel constitucional- con una seríe de estatu~os par~ 
ticulares que obedecen a la función económico~social de los bienes en 

cuestión.9 

Si antes la regulación constitucional de la propiedad se apresuraba 

d 1 · d' ., de las garantías indi-y se ejercía sólo dentro e a estricta 1mens1on 
1 d ·f · · · c· ·1 la parte medular viduales dejando realmente a a co 1 1cac1on 1v1 

del des~liegue práctico de este derecho, hoy las cosas se ordenan de 
otro modo. El régimen constitucional de la propiedad ha recobrado su 
carácter eminentemente normativo y ha dejado, en consecuencia, el 

s Ibídem, pp. 22,27 y 17,20. 
0 Vid., RoOOTA, Stefano, op. cit. supra, nota (3), PP· 127-\31. 
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papel de referencia exógena -o de mera garantía..- que se le atribu­
yó en el período del predominio racionalista. Ahora, la norma consti­
tucion~I fija un parámetro positivo que define su contenido esencial y 
a partir de esta gran referencia, en los estatutos normativos particu­
lares. se desarrolla de manera específica el sentido social de la pro­
pkdad.10 El Código Civil, que antes cubría la totalidad del espectro 
de las relaciones patrimoniales, cumple ya una función simbólica; su 
aparato de conceptos sostiene la idea, según la cual, el balance entre 
prerrogativas y cargas que produce la propiedad se debe siempre re­
solver en favor de las primeras. Sólo así se conserva la utilidad pri­
"~ada de los bienes como centro de interés principal de los sujetos 
ttt_ulares. La legislación civil aporta los principios dogmáticos que per­
miten la estabilidad institucional de este derecho, pero ya no las cate­
gorías analíticas que garantizan su adecuación a la realidad social 
contemporánea. 11 

. Con el surgimiento de los estatutos legislativos particulares la pro­
piedad completa su ciclo: arranca primero de la definición esencial 
de la institución que se efectúa en el texto constitucional; fija su sen­
tido simbólico y sus categorías dogmáticas básicas en la codificación 
civil pero, a fin de cuentas, culmina su proceso de adecuación a las 
situaciones sociales específicas en los distintos estatutos peculiares. 
Así, la propiedad urbanística, la agraria, la de los recursos hidráuli­
cos. mineros o forestales , por sólo citar algunos casos, constituyen el 
desarrollo ....-no siempre lineal- de la propiedad como institución ge­
nérica. 

1.3 La expropiación y la extensión de las relaciones de propiedad 

Con la propiedad en sentido estricto no se agota la dimensión de 
las relaciones sociales a través de las cuales se realiza la asignación 
de los bienes apropiables. Dentro de la dogmática racionalista a la 
propiedad se han adosado otros derechos como el usufructo, el 'uso y 
las servidumbres. De modo menos seguro, ha quedado también liga­
da la posesión; sobre este instituto subsisten a la fecha discusiones 
en las que se debate sobre su naturaleza y su función . En un plano 
d~ vin~ulación más tenue, los exégetas adicionan a las potestades pa­
tnmomales algunas prerrogativas sobre las cosas, cuyo origen se finca 

10 
BARNES V.á.zQUEZ, Javier, op. cit., supra, nota (2), pp. 287-302. 

11 
MONTES, Vicente, La propiedad privada en el sistema del Derecho Civil con­

temporáneo. Civitas, Madrid, 1980, pp. 231,238. 
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en contratos como el arrendamiento, el depósito, el comodato, la pren­
da y la hipoteca . El cuerpo de concep tos bajo el que se cobijan estas 
asimilaciones se teje en torno a la categoría referencial de los dere­
chos reales .12 

El sector patrimonial, al que convencionalmente podría definírsele 
como zona de los derechos reales, no abarca tampoco la totalidad del 
ámbito sobre el que deben acotarse las relaciones de propiedad; a ese 
sustrato primario hay que agregar las vertientes que derivan de las 
fórmulas jurídicas que regulan los patrimonios en administración ; a 
esta modalidad corresponden tanto la denominada propiedad fiducia­
ria, como las distintas formas que asumen los fenómenos que, en con­
junto, componen la llamada propiedad pública. Además, hay que tener 
en cuenta los derechos sobre bienes que otorga la administración a 
través de títulos de concesión y que, en países donde no se ha dado 
una interpretación tan radical sobre la .inalienabilidad del dominio 
público, han sido estudiados como derechos reales administrativos. 

Amén de las categorías jurídicas que engloban las relaciones patri­
moniales, el contexto de éstas se extiende hasta los instrumentos téc­
nicos que norman la circulación de los bienes : los contratos traslativos, 
las acciones reales y posesorias y , por último. la expropiación por 
causa de utilidad pública. A través de actos expropiatorios se regula 
el movimiento de las cosas que por alguna razón deben abandonar el 
ámbito del intercambio mercantil. Por otra parte, la expropiación es 
también un cauce adecuado para ofrecer soluciones racionales al dis­
frute social de ciertos bienes, cuando éstos se encuentran previamente 
atribuídos a propietarios privados. 

Contra la imagen peyorativa de la expropiac1on -en la que el li­
beralismo quiso ver una forma indeseable de sacrificio individual- los 
actuales estudiosos de esta potestad pública, aceptan de buen grado 
su carácter constructivo. Y a no se trata de efectuar una valoración 
prejuiciada del acto expropiatorio, sino de desarrollar, con intención 
neutral, una técnica de solución de conflictos entre distintos portado­
res de intereses patrimoniales, o entre éstos y la colectividad.18 

12 Vid., D iEZ PICAZO, Luis y Antonio GUILLÓN, Sisfem, del Derecho Civil, vol. 
III . Tecnos. M adrid. 1979, pp. 37-63; para el caso de Méx ,co, Mo RINE u, óscar, 
Los derechos reales y el subsuelo en M éxico, FCE. México, 1938, pp. 22-45. 

is E l primer gran reconocimiento al respecto procede de Rudolf Von Iherin9, 
quien en el Fin del Derecho (Cajica, Puebla . 1961 , vol. 1, pp. 374 y 375) , expre-
só: '" La significación de la expropiación es desconocida ( ... ) si se ve en elb un 
anormalidad, un ataque contra el derecho de propiedad ( ... ) La expropiación con-
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La expropiac1on brinda compatibi li dad a l carácter legítimo de las 
prerrogativas patrimoniales con las necesidades sociales emergentes. 
Su técnica transmuta el sacrificio liso y llano en pérdida compensada ; 
de tal forma, el sujeto que resiente el acto expropiatorio no se ve 
afectado más allá de la pérdida física del bien ; a cambio de ese me­
noscabo, el derechohabiente es restituido del valor genérico. La fórmu ­
la compensatoria que gravi ta en la expropiación resulta, entonces, ab­
solutamente coherente con las tesis que reconocen a la propiedad como 
función social. porque al t iempo que preserva el carácter institucional 
Y abstracto de este derecho, au toriza su degradación individual ante 
los intereses preva lentes del conjunto social. 

Si bien la propiedad y los otros institutos jurídicos que confieren 
derechos sobre las cosas adquieren concreción a través de un proceso 
de especificación sobre bienes determinados, en realidad, al nivel de 
la situación que mantien e un sujeto en la sociedad por los bienes que 
detenta, lo que más pesa es la referencia de esa riqueza a una forma 
abstracta de valor. La expropiación no merma la riqueza del sujeto. 
simplemente remite el poder concreto sobre un bien a su esencialidad 
dineraria. La idea de la indemnización se orienta precisamente a que 
el sujeto recupere su poder patrimonial concreto, de la manera más 
natural que admi te la vida contemporánea : a través de la adquisición 
de una cosa equivalen te. 

La técnica expropiatoria no avanza sólo por el cauce de la compen­
sación al sujeto afectado, sino que también ofrece un mecanismo es­
tricto para controlar la legalidad del acto de afectación. En todo caso. 
se trata de restringir el ca rácter discrecional de la acción administra­
tiva y de someterla a un criterio de racionalidad definido previamente 
por el legislador. Como se observa , la expropiación responde perfec­
tamente a la lógica operativa del Estado de Derecho. Todo su impulso 
marcha en sentido inverso a la in munidad del poder y , en este caso. 
al espíritu irrestricto de la confiscación . No se tra ta, en síntesis , de 
negar el poder que ejercen los órganos públicos, sino de someterlo a 
un proceso eficiente de control. Así, debe reconocerse que, contra el 
mito de la exclusión absoluta del E s tado en la esfera individual, lo que 
impera es el reconocimien to de una inmiscución controlable y necesa­
ria de 1a acción pública en la d imensión pr ivada.H 

tiene la solución de la tarea de cambiar los intereses de la sociedad con los del in­
dividuo. hace de la propiedad una institución prácticamente viable." 

14 OiAZ Y DiAz. Martín, "La expropiación forzosa en el pensam:ento jurídico 
de Garc1a de Enterria (Contexto, apogeo y desencanto)", en I?evísta de Adminis-
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La potestad expropiatoria no se constriñe al horizonte de la obra 
pública , como quisieron los publicistas de la Ilustración; por el con­
trario, se trata de una facultad amplia que se ejerce incluso como 
herramienta política en la conformación del orden social. Como se pue­
de colegir de lo expues to, el control jurídico sobre la potestad expro­
piatoria debe encaminarse a lograr ]a legalidad del procedimiento y 
no a cues tionar sus perspectivas ideológicas. Los fines políticos del 
Estado son legítimos, a fin de cuentas, cuando corresponden de ma­
nera fiel a los imperativos constitucionales . 

La verdadera garantía política de la expropiación deviene del pa­
pel que juegan las asambleas legislativas en la definició:1 de las cau­
sas de utilidad pública. A los parlamentos corresponde la función 
directriz de la intención expropiatoria; en su seno, las fuerzas políticas 
representadas pueden injerir para orientar el sentido de la institución. 
La oposición casu_ística contra actos expropiatorios tiene casi siempre 
una vía contenciosa para hacerse efectiva. En términos generales, el 
papel del poder judicial ha sido desplazado del horizonte expropiato­
rio; aunque desde luego, no se elimina la posibilidad de que, resueltos 
los asuntos en la vía especial. el poder judicial pueda revisar la cons­
titucionalidad del acto. 

El desarrollo de la institución expropiatoria por el cauce de las sen­
t~ncias recaídas a casos específicos, ha sido abundante sobre todo en 
el establecimiento de criterios para el pago de la indemnización. Al 
poder judicial. tendencialmente le ha tocado atemperar los excesos 
administrativos y restablecer la efectividad del principio compensato­
rio que atraviesa medularmente a la expropiación. 

1.4 Propiedad y expropiación 

Las variaciones de fondo en el sentido de la institución expropiato­
ria se vinculan irremisiblemente a los cambios en las concepciones so­
bre .el derecho de propiedad. Este efecto es comúnmente aceptado, sin 
embargo, existen pocas referencias al factor vinculante de los dos ins­
titutos. De acuerdo con la tesis aquí esgrimida, en realidad se trata 
de dos fases del mismo fenómeno . El proceso central al que correspon­
den ambos elementos es el de la atribución de los bienes apropiables 
a los dis tintos agentes sociales . 

/ ración Pública, núm. 120, scpt:embre-dicicmbrc, 1989, Centro de Estud:os Consti­
tucionales, Madrid, pp. 16 -170. 
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En las sociedades occ.ídentales contemporáneas, el sistema de rela­
ciones ci ·iles que funge como jefe principal es el mercado. El derecho 
de propiedad no escapa a los imperativos que surgen de las necesi­
dades del intercambio; de hecho podría hablarse de la vocación pre­
ponderantemente mercantil de la propiedad moderna . No debe extrañar 
entonces que las vicisitudes hi tóricas del mercado marquen lineal­
mente las concepciones sobre el derecho de propiedad. Así, cuando la 
confian:!a en la mano invisible alcanzó sus mejores mementos, en el 
terreno de la dogmática jurídica se afianzó la visió:1 racionalista y 
el perfil casi inmutable de las codificaciones civiles. Sin embargo, cuan­
do el monopolio y la sobreproducción propinaron el primer escarmien­
to a los pensadores liberales durante la crisis de 1929. el convenci­
m:cnto sobre la suficiencia de las instituciones vinculadas al proceso 
de intercambio sufrió mermas considerables. La legislación interven­
cionista fue entonces vehículo fayorable para la positivización de la 
tesis de la función social de la propiedad. Y a no era el caso seguir 
confiando en la determinación ciega de la voluntad individual ; se re­
conoció que ésta debía matizarse a través de directrices públicas que 
enmendaran - aunque fuera temporalmente- los desórdenes genera­
dos por un mercado sin controles políticos. 

Actualmente, el repliegue del E stado de Beneficio vuelve a prestigiar 
la autonomía del mercado y su secuela institucional; no obstante, la 
convicción sobre la necesidad de modular legislativamente el ejercicio 
del derecho de propiedad ha permanecido como una incorporac'ón, al 
parecer definitiva, a la mentalidad jurídica contemporánea. A pesar de 
la recuperación del andamiaje institucional correlativo al proceso del 
libre cambio, los Códigos Civiles no han restablecido por completo su 
credibilidad. Los estatutos que regulan las formas específicas de la 
propiedad siguen sobreponiendo sus normas especiales a la dogmática 
general que contiene la codificación como base doctrinaria. 

La propiedad, constreñida por el reconocimiento de su función so­
cial, ha podido adaptarse de manera satisfactoria a las necesidades fun­
damentales del mercado, sin registrar alteraciones significativas en su 
contenido esencial. El carácter absoluto de la propiedad no es en rea­
lidad una condición indispensable para la verificación del intercam­
bio. El repliegue del Estado intervencionista ha sido mucho más claro 
en la reasignación concreta de bienes a los circuitos mercantiles ,...-re­
privatización- que en la alteración del sentido de la propiedad 
permisiva. El Estado ha asumido su condición de aparato mínimo, 
pero sin renunciar por completo a la posibilidad de ejercer ciertos con-
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troles extramercantiles cuando el intercambio prohíja desequilibrios 
evidentes ; o incluso, cuando existe la posibilidad de que pueda provo­
carlos. 

Presenciamos una revitalización de la teoría del dom inio público, la 
que enfatiza, a un tiempo, la necesidad de la administración pública 
de ciertos biene:, colectivos; 15 y, por otra parte, la conveniencia de 
reducir a dimensiones indispensables estos patrimonios de gestión, cuya 
naturaleza, desde luego, es absolutamente complementaria al proceso 
mercantil. Se trata entonces, de una administración patrimonial sobre 
la que no se cierne ninguna sospecha de suplantación de los impulsos 
privados; al contrario, en su ejercicio se hace evidente la imposibilidad 
del efecto 1 ucrativo.16 

Paralelos a las mutaciones en la forma occidental de concebir la 
propiedad, se han registrado los cambios en el papel atribuído a la ex­
propiación. En la dimensión del Estado Gendarme los actos expropia­
torios se vinculan de manera estricta a las nociones de obra y servicio 
públicos. En sus contornos técnicos y en sus alcances, la expropación 
funciona como mecanismo complementario de una propiedad casi in­
franqueable para el poder público. Se vive todavía el efecto de una 
reacción exacerbada contra el despliegue confiscatorio del Estado ab­
soluto. La expropiación exige, en consecuencia, garantías anticipadas 
para el afectado y, además, un cauce procesal que enfatice la partici­
pación judicial.17 

Paulatinamente se hizo evidente que el mercado, en tanto codifica­
dor exclusivo en el proceso de distribución social de los bienes, era un 
mecanismo insuficiente. La complejidad de la vida social y en especial 
de la relación entre sociedad y gobierno, demandaba un procedimiento 
supletorio, a partir del cual pudiera efectuarse una reasignación po­
lítica de los bienes apropiables. En la relación con las masas de suje­
tos no propietarios, el Estado tuvo que adoptar una función providente 
que le permitiera sostener la legitimidad del régimen, porque su neu-

1 ~ BENJ AMIN, Rogcr, Los límites de la política, Alianza, México, 1991, pp. 
24-35. 

18 DíAz y DíAZ, Martín, "¿Es oportuna una teoría del Dominio Público en 
México?", en Revista de lnvestigac:iones Jurídicas, Escuela Libre de Derecho, núm. 
15, México, 1991, pp. 167-197. 

17 Vid., PARADA VAzQUEZ, Ramón, "Expropiaciones legislativas y garantias 
jurídicas ( el caso RUMASA), en Revista de Administración Pública, núms. 100-
102, Centro de Estudios Constitucionales, Madrid, enero-diciembre ele 1983, pp. 
1151-1153. 
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tralidad econom1ca no colmó las expectativas de aquellos agentes que 
resultaban marginados de los beneficios del intercambio. 

Contra la espontaneidad del mercado, el E stado reclamó su carác­
ter conformador de la realidad material. Preparó jurídicamente los 
mecanismos de injerencia en la vida económica y, en este tenor, la 
expropiación fungió como herramienta de reasignación de los bienes 
a los ujetos socialmente interesados en su uso. A través de actos 
expropiatorios se hicieron posibles diferentes programas de reformas 
· se dio cauce también a la recomposición de las bases sociales del 

Estado.1 

Técnicamente, en este período la presencia judicial decrece, dejando 
las acciones defensivas de los sujetos afectados al cauce del procedi­
miento contencioso.19 En general, el reconocimiento de la expropiación 
como instrumento de construcción política se asocia a la potencializa­
ción de la potestad administrativa en detrimento del interés del expro­
piado. 

Paradójicamente, bajo el signo del Estado intervencioaista se cata­
li.:a el desarrollo técnico de la institución expropiatoria. La mayor 
parte de las leyes vigentes sobre esta materia pertenecen a la segunda 
mitad del siglo que transcurre. Sin embargo, junto con el andamiaje 
legal. la institución produce su propio antídoto, ya que las expropia­
ciones urgentes .-reguladas siempre con una intención de simplifica­
ción de trámites- se vuelven una práctica normal para las adminis­
tracione~ públicas contemporáneas. A través del manejo de la norma 
de excepción, ha sido posible infringir el control de la legalidad del 
acto y magnificar la potestad de la autoridad que expropia . 

Así como hoy impera un criterio de adelgazamiento del aparato pú­
blico. alentado por un imperativo privatizador, en tiempos del Estado 
providente se verificó un proceso de incorporación de espacios priva­
dos hacia las regiones públicas. En este camino de incremento, la ex­
propiación tuvo también un papel destacado; a través de su ejercicio 
se consiguió el control centralizado de algunos grupos de bienes estra­
tégicos que vinier.on a engrosar los sectores nacionalizados. 

Como sucede con la propiedad, la crisis del Estado providente no 
condujo a la negación inmediata de la expropiación en su misiórt de 
herramienta política. Las leyes expropiatorias en general conservan los 
mismos parámetros de acción para el poder público, lo único que cam~ 

1 C[r. GARciA oe. ENTERIÚA, E., Los principios de la nueva Ley de expropia~ 
ción [orzo.sa. I05t1tuto de Estudio Políticos, Madrid, 1956, pp. 42 y 43. 

1 ~ V,d, PARADA VAzQuez, op. c,t., supra, nota (17), loe. cit. 
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bia es, a nivel fáctico, la forma de uso de la institución. El tono neo­
líberal de las administracíones contemporáneas no permíte que éstas 
desplíeguen proyectos de reforma social con impulsos verticales, ni se 
aviene con la idea de la expansión empresarial del aparato público. Sin 
embargo, queda vivo el recurso de la instítución expropiatoria en sec~ 
tares como el urbanismo o la preservación del medio ambiente; en 
ambos casos el poder público actúa con un énfasis rectificador de lo:; 

desequílíbríos mercantiles. 
En la relación de expropiación y propiedad radíca un factor de fun­

cionalidad que no siempre se evidencia claramente. En realidad, la 
expropiación no coacciona sobre el derecho de propiedad, como podría 
sugerirlo su sentido exterior; por el contrario, junto con las modali­
dades legislativas que imprime la función social de este derecho, los 
actos expropiatorios colaboran a posibilitar y a mejorar su ejercic io 
simultáneo a nivel social. Si exclusivamente nos atuviéramos a la atri~ 
bución subjetiva que se deduce de la propiedad, no podría resolverse 
el problema de la compatibilidad de las titularidades y, mucho menos, 
solventarse los momentos de coalición entre prerrogativas particulares 
sobre los bienes, por una parte, y necesidades sociales por la otra. 
Cualquier sistema de atribución finca su estabilidad funcional en una 
previsión adecuada para resolver las situaciones de conflicto. Un sis­
tema de atribución patrimonial, con mayor razón debe estructurarse 
bajo la perspectiva de la composición y de la comp~:ibilidad d~ inte­
reses; de otra suerte, el sentido subjetivo de la acc1on carecena por 

completo de la previsibilidad necesaria. . . . 
Cuando la expropiación tiene por objeto el meJoram1ento de la 1~­

fraestructura urbana es claro que su efecto, si bien se causa a traves 
del sacrificio individual de algún o algunos propietarios, es el de reva­
lorar el contexto material del centro de población y, por ende, mejorar 
las condiciones de mercantilidad y de ejercicio para los propietarios 
que no resultaron afectados por el act.o expropiato~o.

20 
En el mism_o 

caso se encuentran las expropiaciones que se efectuan para construir 
vías generales de comunicación; bajo su influjo ocurre de man~ra 
masiva una revaloración inmediata de los inmuebles que resultan in~ 

corporados a los circuitos de tránsito que se construyen. . . 
Llama la atención que los bienes inmuebles no se valoricen excl~~1-

vamente por sus condiciones intrinsecas, sino también por su relac1on 

20 Cfr., PAREJO ALFONSO, Luciano, Derecho urbanístico. [rutituci.ones básicas. Ed. 
C iudad Argentina, Mendoza, 1986, pp. 452-454. 
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con el sector de ]os bienes que integran el dominio público; de hecho. 
la gestión no lucrativa de los órganos de gobierno es un elemento 
básico en la construcción de infraestructura desde Ja perspectiva in­
mob1l1aria. La acción administrativa está orientada precisamente a la 
reali.:ación de obras en sectores que no resultan comercialmente atrac­
th·os a los sujetos privados, pero que son absolutamente necesarios 
para el aprovechamiento individual de los bienes. La expropiación es 
una pieza imponante en este proceso de afianzamiento contextual para 
la propiedad inmobiliaria y su función dista mucho de poder definirse 
a través de los criterios peyorativos de los pensadores del raciona­
lísmo. 

Entre propiedad y expropiación existe auténtica consustancialidad. 
se trata de fases de un mismo fenómeno: el proceso de atribución a 
nivel social de los bienes apropiables. Esta es la tesis que hemos tra­
tado de probar. En la expropiación se descubre la fase pública del 
proceso; en la propiedad, preponderantemente la etapa de la atribu­
ción privada. 

II. LA EXPROPIACIÓN: FENÓMENO CONSTITUClONAL 

2 1 La perspectiva garantista 

Desde la promulgación de la Declaración de los Derechos del H om­
bre y del Ciudadano en 1789. la institución expropiatoria ha reapa­
recido con regularidad en las constituciones modernas. Si la pr0piedad 
privada es en las Cartas el gran símbolo de las instituciones occiden­
tales, la expropiación no le va a la zaga, porque en ella se concreta 
la visión garantista del Estado de Derecho. Expropiación, en esta 
perspectiva, es anticonfiscación; es decir. signo de autocontrol del po­
der público y capacidad de la sociedad civil para apelar a mecanismos 
de protección jurídica si la autocontención no es suficiente. L:i institu­
ción confiscatoria volvió imprevisibles las expectativas patrimoniales 
Y fue causa permanente de inhibición para la consolidación de la vida 
privada. La expropiación en cambio, es rasgo del poder legítimo y de 
la fuerza racionalizada por el derecho, a cuyo trasluz se han diseñado 
la instituciones modernas. 

Detrás del sentido de la expropiación está la condena política a 
cualquier acto público de interferencia espontánea sobre los patrimo­
nios privados. En el ámbito de la expropiación el objetivo garantista 
asume un giro peculiar, porque esta insti•ució:1 sign;fica, ya en sí. una 
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zona de excepción al principio de la impenetrabilidad de los órganos 
· blicos a los espacios privados. Aquí, la garantía de los intereses par-

pu d . 
ticulares se produce en dos órdenes iversos: uno externo, que tiene 

ver con el principio de reserva de leif, de acuerdo con el cual la 
que . ·d , 1 . 1 . 
causa de utilidad pública debe estar def101 a por el organo eg1s at1vo 
del caso, y .otro interno, que se arma como microsistema de d.efensa 

cesal y que tiene que ver con la posibilidad de impugnar el mcum-
pro d 1 d 1 d f . limiento de la autoridad expropiante e a guna e as etapas e 101-
~as por el legislador para el trámite exprop_¡atorio.. . , 

A partir de lo expuesto resulta comprensible la mclus1on_ de_ la ex­
propiación en el capítulo de garantías de los textos constit~c10nales, 
aunque esta institución no prevenga contra la injerencia pública en los 
asuntos privados, como el resto de las garantí~s; en es~~ caso, la pro­
tección se proyecta especialmente contra la mtervenc1on ~~ contro­
lada. Así, la expropiación no corresponde a una concepc1on d~ la 
propiedad como derecho inexpugnable: por el contrario, . proporciona 
un cauce racional para llevar a cabo las afectaciones sooalment~ ~e­
cesarias.121 Y surge también como una potestad par~ el _poder pu~hco 
que le permite ejercer de manera fluída algunas atr1buc~ones d~ mte~ 
rés general que comprometen determinadas prerrogativas pr'.v~das, 
pero no es una potestad irrestricta: el control legal de la administra­
ción y la obligación de compensar la pérdida, dan la pauta moderna 

de la institución. . . ..,.,., 
. . f' to . en la medida que impone s1 ....... -La expropiación es anticon 1sca na . . . d 

. ., d · porque la dec1s1on e pre el efecto de la indem01zac1on pero, ª emas, bl 
d . • • d la ley En las asam eas expropiar queda sujeta a la etermmac1on e · .. 

legislativas debe dirimirse cuál ha de ser realmente e~ a~cance dpofl~tico 
d 1 de tilidad publica se e men de la expropiac1on. Cuan o as causas u ·b·r 

como tipos abiertos ·el sistema garantista ve disminuidas. sus_ poSI I 
t-

dades de eficacia· ~1 contrario, cuando las asambleas legisdlativl as afeo-
' . , d .. tr f a el interés e os a ec-tan de manera precisa la acc1on a mm1s a iv • 

. . d fensa procesal. Una ley que 
tados tiene asideros firmes para su e 1 l' •t de la 
potencia la facultad de expropiar, necesariamente corre e im1 e 

. . ., y consecuentemente, mer-
propiedad ,-,concebida como inst1tucion,....., , 
ma el carácter excluyente de este derecho. . . . d 

b t d uando se realizan s1gu1en o 
Los actos expropiatorios, so. re º. o c ¿ · 'b . • de los 

d "" . f 1 en sobre la istn uc1on algún propósito conforma or,·~ m uy 

IV L Ley, Buenos Aires, 
21 Cfr. BIELSA, Rafael, Derecho Administrativo, t. ' a 

1965, pp. 446-448. . {18) /oc. cit. 
22 GARCÍA DE ENTERRIA, op. cit., supra, nota · 
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espacios sociales entre los ámbitos público y privado. En general, la 
divi ión de estas áreas de acción de los sujetos sociales ha sido siem­
pre tratada como un asunto constituciona l. En las C artas fundamenta­
les, al perfüarse la asignación de atribuciones a los poderes constituí­
dos se deslinda el terren o de la acción pública y, por exclusión, se 
define la extensión del espacio privado. Como doble barrera, el siste­
ma garantista afian::a todavía mejor la extensión del territorio civil , 
porque permite a los sujetos privados repeler los avan ces exorbitantes 
de Jos poderes constituidos. An te lo dicho, no debe ex trañar que la 
expropiación mantenga con tan ta regularidad su sede normativa direc­
tamente en la Carta constitucional. 

Si bien las expropiaciones t ienen definida generalmente una vía es­
pecial para su trámite, cuando se t rata lo rela tivo a la indemnización, 
casi todos los sistemas jurídicos prevén un momento de injerencia 
judicial, con objeto de dar mayor seguridad al principio compensato­
rio sobre el que se construye la institución . 

El régimen constitucional de la expropiación garantiza al afectado 
la efectividad del tránsito que Jleva a trasmutar su derecho específico 
sobre una cosa, en la posibilidad genérica de adquirir otro bien o de­
recho de la misma naturaleza, una vez que ha recibido el pago de la 
indemnización. 23 

2.2 Tres perfiles part;cufares: Argentina, M éx ico y España 

Los tres países seleccionados para realizar el cotejo tienen constitu­
ciones de muy distinta p rocedencia . La Carta Argentina .-1853- es 
un típico texto decimonónico, de esos que los países latinoamericanos 
establecieron bajo la influencia de la Constitución estadounidense sin 
medir demasiado sus posibilidades reales de eficacia . Sin embar;o, a 
pesar de las dificultades internas para da r vigencia a su Carta Cons~ 
titucional, en este país se logró afianzar un gobierno estable cuyo 
parlamento funcionó d~de el último tercio del siglo pasado y avanzó 
todavía en las tres primeras décadas del presente. A partir de enton­
ces _la Constitución argentina ha sido más fachada institucional que 
realidad; bajo su cobijo se han suscitado alternadamente períodos de 
gobierno civil y regímenes castrenses de origen ilegítimo. Incluso, el 
presidente Perón desplazó temporalmente la Constitución de 1853 para 

23 
AtVAREZ GeNDÍN, Sabino, La expropiación forzosa. Su concepto jurídico, 

Reu.s, Madrid, 1928, pp. 35-59. 
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sustituirla por otra Carta, cuya precaria vigencia desembocó en el 
restablecimiento de la Constitución originat.z~ 

En México el proceso constitucional ha sido peculiar. Después del 
acreditable fracaso de la Constitución liberal de 1857 -paradójica­
mente vigente durante toda la dictadura porfirista- , y a raíz de la 
Revolución, en 1917 se define una Carta heterodoxa, si se la compara 
con otras constituciones occidentales. Lo peculiar en la Constitución 
de Querétaro proviene de la forma en que sus autores acrisolaron dos 
estratos normativos de origen dispar: por una parte, introdujeron la 
tradición institucional, derivada de la Carta estadounidense: división 
de poderes, presidencialismo, sistema federal y control judicial sobre 
la constitucionalidad de los actos de los poderes ejecutivo y legisla.­
tivo. S in embargo, frente a ésta que podría denominarse ortodoxia 
constitucional, los Constituyentes de Querétaro insertaron un paquete 
normativo a través del cual se plasmó un programa de reformas 
sociales, cuyo eje de impulso quedó ubicado en el presidente de la 
República. 25 

La Constitución mexicana mal disimuló la recepción de la experien­
cia autoritaria derivada de las etapas constructivas del país : el virrei­
nato y la dictadura porfirista. A fin de cuentas estos fueron los re­
ductos políticos más confiables en el curso del desarrollo nacional. 

Los dos estratos normativos que componen el proceso constitucional 
mexicano coexisten con dificultad evidente y siempre bajo el impera­
tivo de la subordinación del bloque de disposiciones ortodoxas al que 
contiene el proceso de reforma social. La Constitución, entonces, ha 
sido mucho más estable por su perfil autoritario que por sus cauces 
modernos . De todas formas es un texto que tiene ya más de siete dé­
cadas de vigencia, lo que en el contexto latinoamericano constituye 
una longevidad excepcional. 

En España el proceso constitucional que condujo a la Carta vigente 
.-1978- es realmente tardío. Después del intento frustrado del esta­
blecimiento de la República -1931~1939-, el gobierno franquista 
operó una especie de coagulación de la evolución política del país y , 

en torno al Fuero de los Españoles, se detuvo la experiencia Consti-

·u BRAVO LIRA, Bernardino, El Estado Constitucional en Hispanoamét:ica, 1811-
1991. V entura y desventura de un ideal europeo de gobierno en el nuevo mundo, 
Escuela Libre de Derecho, México, 1992, pp. 146-162. 

124 Vid., DfAZ Y DiAz. Martín, "Proceso Constitucional y relaciones de propie-­
dad : notas para el análisis del caso mexicano", en Revista de Investigaciones Juri• 
dicss, Escuela Libre de Derecho, núm. 11, México, 1987, pp. 189;251. 
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tucional ibérica. Durante este proceso de latencia la sociedad española 
acopió fuerzas que, a la muerte del general Franco, abrió en un pro­
ceso constitucional muy rico y dinámico, a través del cual pudo tran­
sitar sin violencia, de la autocracia al pluralismo.2t1 

Detrás de la Constitución de 1978 es claramente perceptible el con­
curso de una capa madura de iuspublicistas que resuelven el asunto 
de la organi::ación política española con la experiencia teórica y prác­
tica de quien ha asumido la historia de las instituciones contemporá­
neas. La Carta española brinda un perfil claro hacia el Estado Social 
de Derecho: división de poderes, garantías individuales y sociales, 
reconocimiento de las autonomías, pluralismo democrático y hasta algo 
de prudencia e.n torno del papel que se atribuye a la institución de la 
Corona. 

2.3 Propiedad y expropiación en los textos de la muestra 

a) La Constitución argentina de 1853 demuestra en su planteamien­
to sobre el tema toda la convicción antiestatista que caracterizó a las 
Cartas políticas de su tiempo.27 Considera a la propiedad un derecho 
inviolable que exige para su afectación una sentencia judicial fun­
dada en ley. Tal como se define aquí la barrera protectora de la 
situación patrimonial, el Ejecutivo queda prácticamente marginado de 
cualquier injerencia sobre el dominio de los particulares y, por ende, 
se entiende apriorísticamente excluido cualquier propósito conformador 
de la realidad material impulsado desde un órgano público. 

En materia de expropiación el texto argentino exige que la utilidad 
pública sea calificada por ley y previamente indemnizada. Establece 
un cierre fuerte sobre cualquier desvarío del poder público en torno a 
los patrimonios privados; se trata, por tanto, de una expropiación com­
primida por el carácter inviolable con el que quedó encuadrada la pro­
piedad dentro de la misma Constitución. 

Si cupiera un calificativo político a] régimen constitucional argenti­
no en relación con la materia que nos ocupa, habría que decir que se 
trata de un texto conservador, cuya vigencia ha prohijado un desa-

=<4 HeR.NÁNDEZ GIL, Antonio, La Corutitución y .su entorno (Obras completas, 
t. VIIJ. Espasa Calpe, Madrid, 1988, pp. 95,150. 

21 Con•titución de la Nación Argentina, sancionada por el Congreso General Cons­
tituymte el Jo. de mayo de 1853, transcrita en El Constitucionalismo en las postri­
mería., del •iglo XX. Las Comtitucion€!$ latinoamericaruu, t. l. UNAM, México, 1988, 
pp 3-21. 
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rrollo mesurado del régimen expropiatorio, donde la participación ju­
dicial tiene un rango mucho más decisivo que en la mayoría de los 
países contemporáneos. Hasta hace relativamente poco, entre los ju­
ristas argentinos se discutía con fervorosos argumentos la naturaleza 
del proceso expropiatorio y no eran pocos los doctrinarios que atribuían 
a este tipo de actos un carácter mixto , donde identificaban una fase 
perteneciente al derecho privado.28 Ya más recientemente se admite, 
casi de manera unánime, el carácter público de la expropiación.29 

b) La Constitución mexicana es realmente una antípoda del texto 
argentino. En esta Carta no se adoptó, a la usanza de todas las cons­
tituciones occidentales, el concepto moderno de propiedad como eje 
exclusivo de las relaciones patrimoniales. La Constitución de Queré­
taro recoge una suerte de patrimonialismo sui géneris, que parte de la 
premisa de que la nación es dueña de su territorio. Como sucedió con 
los estados absolutos, la soberanía quedó expresada a través de una 
metáfora con el dominio, dominio em~nente se llamaba antes a esta 
forma rudimentaria de soberanía territorial. La propiedad originaria 
de la nación da en México un sesgo ,peculiar a la propiedad privada; 
en realidad la subordina a un desiderátum anterior que corre:oponde a 
la voluntad del pueblo, concebido como agente del proceso constitu­
cional.30 

La fórmula mexicana prevé la posibilidad de que la Nación, atenta 
a razones de interés público, pueda modalizar el derecho de propiedad, 
definiendo el sentido concreto de su ejercicio. Lamentablemente no 
quedó establecido con claridad en el texto de Queréta ro el principio 
de reserva de Ley para este efecto. Ha sido la interpretación de la 
Suprema Corte la que ha exigido la forma legislativa para legitimar 
este tipo de proyecciones públicas sobre el sentido del derecho de 
propiedad. 

El régimen constitucional mexicano admite, junto a la propiedad pri­
vada, otras formas de propiedad derivadas también de la propiedad 
originaria de la nación: tales son la propiedad ejidal, la comunal y el 
dominio directo o propiedad de la nación sobre los recursos a los que 
se refieren los párrafos io. y So. del artículo 27 constitucional. 

u LAQUIS, Manuel A., Derechos reales, t. III, "Adquisición. y pérdida del domi­
nio (cont.), Usucapión, Expropiación", Depalma, Buenos Aires, 1983, pp. 412-432. 

20 V1LLl!GAS, Walter A ., Régimen jurídico de la expropiación. Dcpalma, Buenos 
Aires, 1973. p. 26 a 29. 

ao DíAz y DíAZ, Martín, op. cit., supra, nota (25) . 
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Los órganos públicos surgen como árbitros del proceso de distribu­
ción de los bienes apropiables y, dentro de los poderes constituidos, 
sin duda el gran agente de este proceso es el presidente de la repúbli­
ca. A diferencia de lo que sucede en los regímenes en donde se ha 
adoptado la tesis de la función social de la propiedad con el propósito 
de infundir a este derecho un destino socialmente productivo. en Mé­
xico. las funciones económicas del Estado se potencian. precisamente 
a partir de sus posibilidades de control sobre la distribución social de 
los bienes apropiables.31 

La expropiación tiene en México dos requisitos esenciales: la decla­
ra toria de utilidad pública y el pago de la indemnización, que no 
necesariamente queda definido como previo. La declaratoria la efectúa 
e] Ejecutivo fundando su acto en las causas de utilidad pública des­
critas. según sea el caso, por la legislatura federal o por la local. 
,. _Se trata ~e u~a expropiación que se proyecta con fuerte carga po­

lit1ca. con enfas1s fundamentalmente conformador y, finalmente, con 
muy pocas garantías para la defensa patrimonial del expropiado. La 
función del poder judicial sólo queda acotada para los casos en que se 
susciten controversias en torno al monto de la indemnización. A tal 
gr~do esto se entiende así. que la Corte ha expresado en ejecutorias 
reiteradas que en materia de expropiación no prevalece la garantía de 
audiencia. 

Ex'.ste en México obvia relación entre un concepto de propiedad 
esencialmente permisivo y una potencia muy acentuada en la capacidad 
de expropiar. Asimismo. cabe señalar que la potestad expropiatoria se 
condensa, casi completa, en actos del Ejecutivo sobre los que ]os otros 
poderes ejercen un control muy relativo. 

cJ En España el texto constitucional fue muy claro al precisar el 
horizonte de la propiedad bajo el reconocimiento de la función social 
de este derecho. 32 Ello implica legitimar de origen las intervenciones 
legislativas para modular el ejercicio de los propietarios. La fórmula 
constitucional en este caso persigue armonizar las necesidades del gru­
po con el interés de cada titular. La manera concreta para cumplir 
este mandato es confrontar el contenido esencial del dominio con una 
serie de estatutos que pueden señalar rumbos diversos para• el ejerci-

n Ibídem. 
32 Vid., a~ículo 33 de la Constitución Española, publicada en el Boletín Of·c!al 

del Estado num. 31 1-1, de 29 de dJciembre de 1978. tomada de GARdA os ENTERRIA. 
E. Y José Antonio ESCALANTE, Legi4laci6n Administrativa Básica Civitas Madrid 
1990 (libro prdimí.nar). p. 2i. ' ' ' 
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cio de la propiedad, siempre que no alteren el contenido mínimo de la 
institución garantizada como base patrimonial a cada individuo dentro 
del texto constitucional. La propiedad es así comprendida como posi­
bilidad relativa de aprovechamiento de los bienes y como ámbito de 
exclusividad del sujeto, que sólo puede ser quebrantado por irrupcio­
nes obedientes al principio de reserva de ley. 

Como se puede observar la Constitución española no tiene el tono 
rígido del texto argentino, aunque tampoco desborda el reconocimien­
to a la capacidad de intervención de los órganos públicos como sucede 
en el caso mexicano. Así, la capacidad de interferencia es prolija pero 
los mecanismos para reducir la inmunidad del poder son efectivos. E ste 
régimen ha permitido sostener con éxito estatutos de textura interven­
cionista fuerte, como el caso de la Ley del Suelo, cuyas disposiciones 
otorgan un margen amplio de maniobra a la autoridad en la ordena­
ción de los espacios urbanos. 

La expropiación en España tuvo un desarrollo técnico muy impor­
tante que indiscutiblemente concreta la Ley de Expropiación Forzosa 
de 1954. A pesar de haber sido pmmulgada en pleno régimen de 
Franco. esta Ley contiene una visión progresista de la institución ex­
propiatoria, a partir de la cual se quiere equilibrar una potestad vigo­
rosa de la autoridad con mecanismos eficientes para la defensa del 
interés del afectado .ªª La Ley de 54 es en general armónica con el 
sentido de) texto constitucional de 1978, aunque no ha faltado quien 
con razón ha hecho notar un problema de incongruencia en relación con 
los decretos-Ley, permitidos por la Ley secundaria y prohibidos en 
definitiva por la Constitución para afectar derechos como la pro­
piedad.H 

La expropiación española es una institución cuyo fondo técnico ha 
sido trazado sin pruritos ideológicos; en consecuencia, los instrumentos 
legales diseñados al efecto permiten un uso político en direcciones muy 
diversas. Puede este régimen proyectarse como elemento de confor­
mación social y de reforma, o simplemente plegarse a los derroteros 
clásicos de la obra y el servicio públicos. En todo caso las garantías 
del afectado se encuentran afianzadas en un procedimiento que le otor­
ga una participación razonable para ejercitar su defensa. 

33 Vid., Exposición de motivos de la Ley de 16 de diciembre d.e _ 1954 sobre Ex­
propiación Forzosa, publicada en el BOE núm. 351 , de 17 ?e ~c1emb~e _de 195"1, 
transcrita por MoRE.No-G1L, óscar, Expi:,opitrción forzosa, leg1slac16n Y ¡urrsproden,­
cia comentadas, C!vltas, Madrid, 1983, pp. 23,.35. 

a. PARADA VAzouez, Ramón, op. cit.. nota ( 17) , pp. 1166-1168. 
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2.4 Una referencia general a las leyes secundarias 

Las tres Jeyes de expropiación seleccionadas corresponden al pre­
sente siglo; de ellas, la mexicana tiene el mayor tiempo de vigencia; 
su promulgación data de finales de 1936.35 La ley española, por su 
parte, tiene origen en el año de 1954,36 mientras que la ley argentina 
extiende su vigencia desde 1977.37 La ley española tiene aplicación 
general en todo el territorio del país y su contenido regula de manera 
unitaria las expropiaciones. Tanto la mexicana como la argentina son 
leyes federales que dejan al ámbito local la parte de la materia que no 
concierne a las atribuciones conferidas a los poderes centrales. 

Desde el punto de vista cuantitativo existen diferencias marcadas: 
la ley española contiene 128 preceptos en los que se articulan con de­
talle aspectos sustantivos y de procedimiento; distingue diversos tipos 
de expropiaciones y se refiere, de manera especial. a las ocupaciones 
temporales y a otros daños patrimoniales causados por órganos públi­
cos, bajo una perspectiva muy laxa que, de hecho, introduce un con­
cepto innovador acerca de la responsabilidad estatal. La ley argentina 
engloba 73 artículos dentro de los cuales el énfasis mayor recae en las 
disposiciones que regulan el procedimiento judicial. Reconoce este 
instrumento normativo la ocupación temporal pero no distingue diver­
sos tipos de expropiaciones, salvo el caso específico de la llamada 
expropiación irregular. La ley mexicana contiene apenas 21 preceptos 
en los cuales el legislador se concreta a esbozar algunos de los linea­
mientos centrales de la institución. El procedimiento se encuentra muy 
tenuemente delineado y las garantías del expropiado prácticamente 
desaparecen en el bosquejo de las atribuciones públicas. Obviamente, 
esta ley deja innumerables lagunas, cuya integración ha correspondido 
a una acción prácticamente inmune del poder ejecutivo. 

Tanto la ley mexicana como la argentina fueron perfiladas ya bajo 
el conocimiento del régimen constitucional al que cada una de ellas 
tendría que darle desarrollo; en cambio, la ley española tuvo existen~ 
cía previa al texto constitucional con el que debe establecerse con­
gruencia. Las tres leyes han sido utilizadas con frecuencia, si bien la 
casuística más rica corresponde al régimen español. 

a:; "Ley de Expropiación" publicada en el Diario Oficial de la Federación, el 25 
de noviembre de 1936 (en adelante, "Ley Mexicana"). 

111 " Ley sobre expropiación forzosa", en op. cit., supra, nota (33) { en adelante, 
"Ley Española"). 

87 "Ley de Expropiaciones" (núm. 21.499), publicada en el Boletín Oficial del 
21 de enero de 1977 ( en adelante, "Ley Argentina" ). 
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En el contexto contemporáneo de la ley, puede afirmarse que se tra­
ta de tres instrumentos normativos de características estables ya que 
su contenido apenas ha sido tocado por iniciativas de reforma. Sin 
embargo, de las tres leyes en análisis, la española acusa el efecto de 
una presión intensa, ya que sus estudiosos demandan . de manera in­
sistente su reforma. Los iuspublicistas peninsulares quieren, en gene~ 
al mayor congruencia entre la ley y la Constitución de 1978; pero 

r , d . 
sobre todo, señalan la necesidad de realizar enmien as para evitar que 
se siga abusando de la figura especial de la expropiación ur~ent~, Y se 
eluda por esta vía el trámite ordinario del proceso expropiator~o. En 
Argentina no se observa de momento inconformidad con el sentido de 
la ley; en términos generales ésta responde de manera cohe~ente a la 
tradición conservadora del país en esta materia, La ley mexicana, por 
su parte, sí requiere de manera urgente un~ revisi~n int~gral; sus 
carencias técnicas reflejan todavía los resabios confiscatonos de_ la 
tradición autoritaria del país. Sin embargo, en México, para los ius­
publicistas no parece haber motivo de preocupación, ya que ~o ~s P~_r~ 
ceptible ningún señalamiento crítico reciente en torno a la institucion 

expropiatoria. . 
Desde el punto de vista ideológico, la ley mexicana pudo,_ :n su mo-

mento, parecer innovadora. Para el tiempo de su P~_omulgacio~ se c~n= 
sideraba "progresista" cualquier intento que desd1¡era el caract~r in 

tangible del derecho de propiedad. Sin embargo, u~a _cosa era 1~tr~­
ducir el aliento de la reforma social y del intervencionismo a la insti­
tución expropiatoria y otra, muy distinta, perfilar. ~ajo . el su~u.e~to de 
una convicción autoritaria, un régimen de afectacion sin poSibihda~es 
de defensa para los expropiados . Para haber sido realmente merito­
ria, la ley mexicana debió desarrollar en forma comp.ensada la potes~ 
tad pública y el régimen garantista en torno a las acc'.ones de defens_" · 
Sin estos elementos, el enanismo técnico de los legisladores empana 

necesariamente los propósitos sociales de la ley. 

111. Los ELEMENTOS SUSTANTIVOS DE LA EXPROPIACIÓN: 

EL ANÁLISIS COMPARADO 

3.1 Dos parámetros técnicos 

Entre los estudiosos de la institución expropiatoria ~n los países _de 
habla castellana, es quizá Eduardo García de ~nterna el. que me1or 

. d E la perspectiva enterrr.ana la ex-
ha explicado este tipo e actos. n 
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propiación se articula en torno a dos ejes principales: la potestad ex­
propiatoria y la garantía del interés expropiado. Se trata de dos ele­
mentos que actúan, de manera complementaria y al mismo tiempo 
contradictoria, en el núcleo de la institución, que por ese motivo 
es dinámico y tenso.88 

La potestad expropiatoria no surge de una relación jurídica especí­
fica, sino que radica de antemano en la administración como una ca­
pacidad genérica de innovar situaciones patrimoniales ante el recono­
cimiento de ciertas necesidades colectivas.99 Dicha potestad escapa a 
cualquier intento de explicación a partir del nivel de las relaciones 
jurídicas coordinadas; es, por el contrario, un signo vivo de facultad 
supraordinada. Se trata de una fórmula racional de injerencia pública 
a partir de la cual es lícito consumar determinados sacrificios com­
pensados en el terreno patrimonial. 

La garantía del interés del expropiado transcurre por dos vertientes 
concretas: el pago de la indemnización. por una parte, y el trámite 
con apego estricto a la legalidad por la otra .40 La garantía del interés 
del expropiado nos sitúa en la dimensión de la defensa contra actos de 
la Administración; estamos de lleno en un terreno contencioso, cuya 
efectividad depende de la claridad y del énfasis que el legislador haya 
otorgado a los mecanismos concretos de resistencia contra el acto ad­
ministrativo. 

La interacción de estos dos ejes dinámicos no debe conducir a la 
neutralización de la institución expropiatoria. La fórmula que los com­
bine tiene entonces que desprenderse de cualquier pretensión simplis­
ta sobre este particular. No se trata de que el afectado ejerza funciones 
defensivas hasta socavar la posibilidad concreta que tiene ]a Admi­
nistración para interferir su patrimonio; al contrario es menester que, 
si media una causa de utilidad pública, el sacrificio del sujeto pasivo 
se consume. No obstante, sus garantías patrimoniales deben prevale­
cer para hacer realidad la idea-fuerza del sacrificio compensado. 

A partir de los ejes técnicos de la expropiación y, sobre todo del 
estado que guardan en su relación, es posible inferir el signo peculiar 
de cada régimen expropiatorio. Así, por ejemplo, la descompensación 
en favor de la potestad expropiatoria que experimenta el régimen 
mexicano, revela, de inicio, la existencia de un contexto político auto-

GAaciA DE ENTERJÚA, E. y Tomas-Ramón FERNÁNDEZ, Curso de Derecho Ad~ 
minutrativo, t. II, 2a. ed., Civita.s, Madrid, 1989, pp. 194 y 195. 

" Ibídem, pp. 1~216. 
• 0 Ibídem. pp. 2t3-2i9. 
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ritario en el cual los recursos apropiables se distribuyen de manera 
central desde los órganos públicos. En todo caso, la insuficiencia co­
rrelativa de los mecanismos que puede hacer valer en su defensa el 
afectado, remite a un ámbito social con escasa capacidad para las 
prácticas civiles. En cambio, un régimen expropiat.orio donde destaca 
el equilibrio de los ejes técnicos es siempre nota de un poder público 
que respeta la dinámica privada; tal puede ser el caso de la experien­
cia española. 

En los medios donde la potestad expropiatoria no tiene contrapesos 
efectivos tampoco se ha experimentado la necesidad de un desarrollo 
técnico que enmarque el progreso dogmático de la institución. La 
ausencia de una tradición de defensa civil determina el empobreci­
miento de los fenómenos jurídicos; en particular, de aquéllos que tie­
nen que ver con situaciones de relación intensa entre gobernantes y 
gobernados, como sucede con la expropiación. Por el contrario, en un 
contexto jurídico donde los equilibrios preocupan, es necesario armo­
nizar el desarrollo simultáneo de los dos polos expropiatorios. Más 
potencia expropiatoria y mejor defensa del interés patrimonial del 
afectado; ésta es la fórmula correcta. La relación de los dos ejes debe 
ser tensa, pero no inversa en sus proporciones; los regímenes menos 
desarrollados presentan una tendencia contraria, es decir, a mayor ca­
pacidad de expropiar, corresponde un sistema menguante de garantías 
para el afectado. A esto podría denominársele, sin más, atrofia del 
régimen expropiatorio, ya que implica un resurgimiento del sentido 
de la confiscación. 

3.2 La causa expropiandi 

De manera unánime se reconoce que la afectación de las situaciones 
patrimoniales privadas sólo es legítima cuando media una contingen­
cia social que ha sido valorada como superior al interés del titular. La 
justificación del acto expropiatorio debe atender un doble nivel: el 
finalístico, que atañe a la satisfacción de un requerimiento social. Y 
el legal, que tiene que ver con la definición de la utilidad pública en el 

vehículo específico de la ley. . . 
Por regla general las constituciones no definen _l~s s1tu~a~nes con­

cretas que sirven de contenido al concepto de utilidad publica. Esta 
tarea corresponde al legislador secundario. Para efectuarla_ exiSt~ 
dos técnicas fundamentales: la determinación genérica a traves de ti­

pos abstractos y la calificación específica a través de leyes especiales. 
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En todo caso, la natio expropiatoria pretende elimina r la libertad 
administrativa para determinar la utilidad pública. Reconocida como 
bien jurídico, la propiedad sólo puede verse infringida en situaciones 
tra:::ccndentes para el grupo social. según el juicio de las asambleas 

legislativas. 
En la definición del contenido ideológico de la utilidad pública el 

órgano legislativo no tiene límites precisos; en general, debe respetar 
el _parámetro indicado por el régimen constitucional para la propiedad 
pnvada. pero fuera de esta directriz, puede dotar a la expropiación de 
inten~o~es diversas. Las cau.sae cxpropiandi tradicionales responden 
ª. la logtca del Estado-gendarme; es decir, se constriñen a la perspec­
tiva de la obra y del servicio público. Las causae expropiandi def ini­
das al tenor del E stado intervencionista persiguen objetivos más am­
biciosos. Ya no se trata sólo de satisfacer necesidades colectivas, sino 
de permitir a los órganos públicos la reasignación social de recursos 
Y la participación directa en los procesos de reproducción material del 
grupo. 

A través del instrumento expropiatorio se consigue la realización 
de una causa social. La finalidad de la expropiación no es hacer cesar 
una situación patrimonial, sino transformar los supuestos -fácticos o 
jurídicos- sobre los que ésta se asienta, con el fin de perfilar un pro­
grama específico de beneficios colectivos.41 

a) En Argentina. la causa expropiandi opera generalmente bajo la 
p_erspectiva de la determinación especí fica del órgano legislativo y, 
siempre, la calificación debe ser efectuada mediante ley. No es preciso 
que en el instrumento legal se en uncien de manera concreta los bienes 
materia de la expropiación; en algunos casos basta con la descripción 
adecuada de la obra a efectuar, de tal manera que esta referencia 
vuelva determinables los bienes necesarios pa ra su realización. Se ha 
llegado a admitir la calificación genérica, pero siempre dentro de los 
límites que impidan el diseño de tipos absolu tamente abiertos para la 
interpretación administrativa.42 

El sistema argentino, por in terpretación de la Corte, admite la re­
visión judicial de la calificación legisla tiva, pero sólo en aquellas situa­
ciones en las que el régimen básico de la expropiación se encuentra 
manifiestamente contrariado.'3 Se entiende que dicha contravención 

41 Ibídem. pp. 211-216 
•n V ·d · 1 1 2 
4 

1 .. art1cu os o. o, So. y 7o. de la Ley Argentina, op. cit . supra nota (37). 
V1LLEGAS, Wa!ter A., op. cit .• .supra, nota (29), pp. 44-47. 
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exist_e cuando la . expro~iación se realiza en exclusivo provecho patri­
monial de un suJeto diverso al afectado. La expropiación está deter­
minada por su naturaleza instrumen tal; entonces, la legitimidad del 
instituto debe orientarse única y exclusivamente a "la satisfacción 
del bien común, sea de naturaleza material o espiritual", como lo 
expresa la propia ley. 

El marco ideológico de la expropiación argentina no admite las afec­
taciones que benefician a un grupo o clase social determinados: su 
carácter conservador mantiene al instituto al margen del uso político 
directo. 

b) En México el asunto de la causa expropiandi tiene connotacio­
nes peculiares. A pesar de que la Constitución atribuye al Congreso 
de la Unión y a las legislaturas locales la determinación genérica de 
las causas de utilidad pública, por la forma en que los legisladores han 
ejercido esta atribución, en realidad la calificación ha quedado en ma­
nos del Ejecutivo. La ley mexicana efectúa una enunciación de tipos 
abiertos en los que, de manera muy general. se describen ciertas hipó­
tesis de contingencia o de conveniencia social. Al Ejecutivo corres..­
ponde hacer a voluntad la tipificación y el señalamiento de los bienes 
que van a constituir la materia de la afectación. 

Las causales expropiatorias abarcan un horizonte de muy laxa di­
mensión : en la lista se encuentran desde las afectaciones convencio-­
nales, referentes a obras y servicios, hasta aquéllas más atrevidas que 
tienen por objeto "la creación, fomento o conservación de una empresa 
para beneficio de la colectividad" o, más aún , "la equitativa distribu­
ción de la riqueza acaparada o monopolizada con ventaja exclusiva 
de una o varias personas y con perjuicio de la colectividad en general. 
o de una clase en particular":" Dentro de estos tipos genéricos la 
autoridad administrativa puede moverse a discreción, por lo que el 
encuadramiento legal de la utilidad pública no otorga, a favor del afec­

tado, un auténtico tinte garantista. 
La Suprema Corte de Justicia, desde los años treinta, reconoce que 

la utilidad pública no sólo opera en beneficio directo de la colectividad , 
sino que también comprende el interés especial que desarrolla el legis­
lador en beneficio de una clase o grupo social determinado."

5 
Esta 

interpretación judicial es coherente con el sentido original de la Cons­
titución de Querétaro, que inició su vigencia acogiendo en el artícu-

4 4 Vid., articulo lo. de la Ley Mexicana. 
4 1'.J Vid., S emanario Judicial de la Federación (S .].P.) . t. XLV, pp. 47-97, Ampa-

ro administrativo en revisión 1291-4/ 32. 
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lo 27 un proyecto de reforma agraria, cuyo instrumento principal 
quedó cifrado precisamente en la institución expropiatoria. 

En México, la declaratoria de la autoridad administrativa es en 
realidad el instrumento determinante para la calificación. La capacidad 
del poder judicial para revisar este acto es de alcance restringido. La 
Corte, en la mayoría de los casos, se ha concretado a solicitar de la 
autoridad expropiante que acredite la existencia de la causa de utilidad 
pública que mueve a la afectación, sin atreverse, quizá con razón, a 
sustituir el juicio de tipicidad que realiza el Ejecutivo a través de la 
declaratoria.-a 

La técnica de la Ley specialis es absolutamente ajena a la expe~ 
rienda mexicana; salvo en los casos de leyes orgánicas que regulan la 
e.xistencia de entidades paraestatales, las asambleas legislativas omiten 
las fórmulas concretas de relación con los gobernados. El confinamien~ 
to de la norma a su expresión genérica merma considerablemente la 
eficacia de la ley como medio de control sobre la actividad ejecutiva. 
Al respecto, la mejor prueba de la inmunidad con la que se conduce la 
autoridad expropíante, es el número de afectaciones en las que se ha 
violentado la calificación, para tipificar determinadas situaciones en 
las causales de la ley que permiten la ocupación, sin que la interp~ 
sición del recurso de revocación por parte del afectado suspenda la 
realización del acto. 

c) En el régimen español la causa expropiandi es, en apariencia, 
un asunto exc1usivo de la legislatura. La ley admite el desarrollo de 
la calificación por medio de dos soluciones: la genérica ,....,que se rea~ 
liza sobre inmuebles, dejando su individualización al Consejo de Mi~ 
nistros, órgano que ejerce esta facultad a través de la declaratoria de 
necesidad de ocupación,......,, y la específica -la cual recae por regla 
general sobre muebles, aunque también llega a ser admitida para in~ 
muebles cuando no pesa sobre éstos la calificación genérica,......,. En 
tratándose de muebles. la ley acepta también la calificación por tipo 
o categoría de bienes y deja, en este caso, al Consejo de Ministros 
la individualización que se realiza por conducto de la declaratoria de 
necesidad de ocupación."7 

' 11 Vid. SJP .• quinta época, t. XIX, p. 23, Amparo Administrativo en revisión, 
3 de julio de 1926. mayoría de 9 votos (tesis). 

' 1 Vid .. el numeral 3 del articulo 33 de la Constétucl6n EJpaflola, tamb:én los ar­
tículos 1 y 2, y 9 a 15 de la Ley Española. 
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Dijimos al principio que la calificación es, en aparíencÍ!é1, un atributo 
exclusivo del legislador, porque este mismo transfiere veladamente su 
facul tad al Ejecutivo, cuando admite la llamada declaración implícita. 
En virtud de este instituto pueden afectarse los inmuebles que se 
vinculan a la realización de "obras y servicios del Estado, Provincia 
y Municipio", sin que deba exigirse para ello una declaración expresa 
en ley.48 Este sistema, cuyo uso podría presumirse mesurado, ha pr~ 
liferado más allá de los límites convenientes, al grado de que, en 
España, casi no existe autoridad administrativa que no intente el ejer~ 
cicio de la potestad expropiatoria por este cauce, en razón de que le 
permite obviar el requisito de la calificación legislativa. 

El tema español de más actualidad en relación con la causa expro~ 
piandi se plantea en torno a las denominadas expropiaciones legisla~ 
tivas. A raíz del caso RUMASA, se discute si el solo paso de la de~ 
cisión expropiatoria ,por la asamblea legislativa es garantía suficiente 
para mantener la legitimidad constitucional de las expropiaciones así 
realizadas.49 El cuestionamiento ha surgido porque los actos de af ec~ 
tación definidos en los llamados DecretosAegislativos generalmente 
han depuesto las garantías más elementales del expropiado, generando 
en torno a dichas expropiaciones un verdadero régimen de excep,.. 
ción en perjuicio del sujeto pasivo. Si durante el siglo :XIX la interven~ 
ción del poder judicial en el trámite expropiatorio fue la norm~ re~ular, 
es un hecho que en el siglo actual , el procedimiento exprop1ator1

0 ha 
asumido las vías del contencioso~administrativo. De una o de otra 
forma el afectado conserva la posibilidad de desarrollar una defensa 
de cu~so jurisdiccional; en cambio, cuando se producen las llamadas 
expropiaciones legislativas esta posibilidad se anula. En los D_e~ret~-s,­
legislativos se pierde la distancia que debe existir entre la cahf icacion 
de la causa expropiandi y la declaratoria de la necesidad de <><:upa, 
ción, ya que la legislatura monopoliza ambas etapas. Al no realizarse 
por la administración la determinación de los bienes a ocupar, .se can~ 
cela la posibilidad de que el afectado ocurra a la vía conte~ciosa, .~ 
virtud de que ésta sólo permanece abierta cuando la materia del hti,­

gio tiene como base un acto administrativo. 

E 
· · la Carta española sólo se 1 ,problema constitucional surge porque , , 

· · ¿ · · · sos de ex,. 
refiere al decreto como fórmula legislativa para .U'imir ca 

• 8 Vid., artículos 10 y 11 de la Ley Espafiola. b 
• 9 Vid., PARADA VA.zQuez, Ramón, op. cit., supra, nota (17). loe., cit.; tam lén 

MORENO G1L, O., op cit., supra, nota (33), PP· 1319~1340, 
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traordinaria y urgente necesidad", salvando del alcance de estos actos 
"al ordenamiento de las instituciones básicas del Estado, a los dere~ 
chos, deberes y libertades de los ciudadanos regulados en el Título 
Primero, al régimen de las Comunidades Autónomas y al Derecho 
electoral general". 00 Se considera, entonces, que la Ley de Expropia­
ción. al autorizar las afectaciones a través de leyes especiales , estaría 
violentando el marco constitucional que debe desarrollar. Sobre el 
asunto planteado destaca la opinión de Ramón Parada, quien se ma­
nifiesta por el establecimiento de una reserva constitucional que ga­
rantice la injerencia administrativa en el procedimiento expropiatorio, 
porque de este modo se asegura que el afectado tenga siempre expedita 
la vía contenciosa y se evita que se demerite su situación, privándole 
discriminatoriamente de las facultades normales de defensa. 

d) Criterios comparativos. De la confrontación de los tres contex­
tos analizados se pueden obtener las siguientes conclusiones: 

d.l) En Argentina, por ]a falta de un uso político de la institución 
e. ·propiatoría, es posible mantener la definición de la causa expropian~ 
di en el terreno estrictamente legislativo. El trámite expropiatorio, en 
su fase procesal a través del juez, garantiza el control de la legalidad 
del acto administrativo por medio del cual se realiza la ocupación. 
Asimismo, las controversias sobre el monto de la indemnización pue­
den ser resueltas con la independencia y la neutralidad necesarias por 
parte del juzgador. 

d.2) En España, la utilización de la expropiación con fines de cons­
trucción política de la realidad, aunada al desvirtuamiento de las 
declaraciones implícitas, relativizan el sistema procesal de la ley, per­
mitiendo que por las vías de excepción se construya una expropiación 
expedita que no se aviene a los criterios mínimos de legalidad y con­
trol, propios del Estado de Derecho. Así, cuando las expropiaciones 
se tramitan por las vías naturales, el sistema de garantías de la ley es 
eficiente; sin embargo, cuando se ponen en práctica los decretos legis~ 
lativos o las declaraciones implícitas, la seguridad jurídica de los afec­
tados definitivamente se compromete. 

d.3) En México, la falta de precisión en la calificación de las cau~ 
sas de utilidad pública por los legisladores produce el efecto inverso 
al que suscitan las expropiaciones legislativas en España. Aquí tambié:i 
se elimina la distancia entre calificación de la causa expropiandi y 
declaratoria que fija la necesidad de ocupación; sin embargo, este 

50 Vid., articulo 86 de la Con5tituci6n Española. 
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acercamiento no beneficia al legislativo como acontece en el proceso 
peninsular, sino al Ejecutivo que, por este medio prácticamente con~ 
centra calificación y trámite de ocupación. El resultado a final de cuen~ 
tas es parecido; en ambos casos la monopolización de funciones se 
traduce en una baja considerable de las posibilidades de defensa del 
afectado. 

3.3 D eclaratoria sobre la necesidad de ocupación 

Tarde o temprano, la administración se convierte en el agente prin­
cipal del proceso expropiatorio. Actuando de manera más o menos 
compelida es el órgano ejecutivo el que materialmente consuma la ocu~ 
pación sobre los bienes o derechos que constituyen la materia de ex­
propiación. Por tanto, resulta asunto de primera importancia esclarecer 
con precisión cuál es el margen de participación administrativa que 
concede cada uno de los regímenes que componen la muestra. L:1 coa~ 
lición de intereses involucrados en el acto expropiatorio se encarna, 
precisamente, en el acto de ocupación; según el tratamiento que se 
otorgue a este trámite resulta o no efectivo el sistema de garantías de­
finidas a favor del afectado. 

a) En el sistema expropia torio definido en la ley argentina no se 
hace alusión expresa a la declaratoria de ocupación. Como el régimen 
de ese país precisa el cauce judicial para realizar la afectación, resulta 
obligado para quien funge como sujeto activo del acto incoar una ac­
ción ante el juez competente.51 Efectuada la declaratoria de utilidad 
pública; ya dentro del proceso expropiatorio, el sujeto activo debe con­
signar el monto de la indemnización.52 Si se trata de irunuebl~s, efec­
tuada la consignación, el juez asigna la posesión de los bienes. al 
expropiante. Si en cambio el acto versa sobre muebles, la sola consig­
nación habilita ipso facto al actor de la expropiación para obtener la 

posesión de que se trate. . . 
El legislador argentino hizo hincapié, ~ás que en la ocupa_c1on,_ ~ 

el traslado de dominio que se opera en virtud del acto exprop1ator10. 
Para que la titularidad a favor del expropiante se conf~rme_ son ne­
cesarios tres requisitos: la determinación en la sentencia firme que 
dirime el juicio expropiatorio, la toma de posesión ya realizada Y el 
pago de la indemnización correspondiente. 

51 Vid., artículos 3 y 18 de la Ley Argentina. 
sz Ibídem, artículos 22 y 25. 
~, Ibídem, articulo 29. 
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Como puede colegirse, en el procedimiento argentino, la ocupación 
administrativa en realidad se encuentra desvanecida en el conjunto del 
trámite judicial Salvo en el caso de la denominada expropiación irre­
gular, que autoriza ba10 circunstancias especiales una ocupación ad­
ministrativa sin que se haya cubierto previamente la indemnización, el 
acto de apoderamiento se encuentra sometido íntegramente al control 
judicial. Acaso en las expropiaciones sobre bienes muebles o derechos 
patrimoniales la intervención del juez tenga algún grado menor de 
efectividad. Sin embargo, las fases decisivas del procedimiento trans­
curren entre la determinación .....-casuística o genérica.....- del legislativo, 
y el trámite judicial. 

b) En España, si nos atenemos al procedimiento ordinario de ex­
propiación, existe una distinción clara entre la etapa legislativa de 
la calificación de la causa expropiandi y el acto administrativo en vir­
tud del cual el C onsejo de Ministros realiza la declaratoria de la ne­
cesidad de ocupación. Esta declaración tiene una importancia singular 
como pieza del sistema de garantías conferidas al afectado. Es la eta~ 
pa en la que se singularizan los actos expropiatorios y se concreta 
la causa expropiandi en bienes determinados. Dicha declaratoria, en 
consecuencia, sirve también para fijar las partes del procedimiento 
contencioso y para determinar la exten sión de la ocupación. Además, 
a través de este acto se hace posible el control de la legalidad de la 
causa expropiandi, ya que los bienes individualizados, por su vocación 
pueden o no reunir la idoneidad para satisfacer la contingencia social 
defimda por el legislador.54 

A pesar de la importancia que se reconoce a la declaratoria de la 
necesidad de ocupación , la práctica expropiatoria ha pervertido su 
correcto desarrollo a través del uso desorbitado de las declaraciones 
implícitas, lo que ha permitido omitir esta etapa de investigación en 
detrimento de la precisión y de la transparencia del procedimiento.65 

Otra de las ventajas significa tivas de la declaratoria de la necesidad 
de ocupación deriva del carácter colegiado del Consejo de Ministros, 
el cual hace pensar en una decisión contrapesada y parsimoniosa, como 
corresponde en general a los órganos que trascienden en sus decisio­
nes el nivel de la determinación unipersona1. 

c) En el régimen mexicano la declaración del Ejecutivo tiene base 
constitucional. E l segundo párrafo de la fracción VI del artículo 27, 

• GARdA oe ENTERJÚA, E. y T omás-Ramón F ERNÁNoez , op. cit., supra. nota 
(38), pp. 235-241 

u Ibídem, pp. 261-264. 
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después de conferir al Congreso de la Unión y a las legislaturas de 
los Estados en sus respectivos ámbitos la definición de la causa ex~ 
propiandi, dispone que " de acuerdo con dichas leyes, la autoridad 
administrativa hará la declaración correspondiente" . Bajo esta perspec­
tiva la función administrativa debe conjugar dos elementos : primero, 
la identificación de una situación determinada con el tipo genérico 
descrito por el legislador; segundo, tiene que establecer la idoneidad 
de ciertos y determinados bienes para satisfacer la contingencia social 
sobre la que ha fijado su juicio de tipicidad. 

La ley secundaria prevé un mecanismo de defensa para el afectado 
que tiene efectos directos sobre el acto de ocupación. Tal es e_l :aso ?el 
recurso de revocación ....-que se tramita ante la autoridad admm1strativa 
bajo la cual se desarrolla el expediente expropiatorio---:-.00 El recu:~º 
citado además de su finalidad general que es conseguir la anulac1on 
del ac't.o tiene efectos suspensivos sobre la ocupación. De este princi­
pio se e'xceptúan sin embargo algunas ca~sas a las q~~ el legislador 
ha querido darles una contundencia especial, en aten:1on ~ . la grave­
dad de las contingencias que describen, a saber: sat1sfacc1on de ne­
cesidades colectivas en caso de guerra o trastornos interiores; abasto 
de bienes necesarios para los centros de población; procedimientos para 
la prevención de calamidades públicas ocasí.on~das por plagas. i~cen­
dios O inundaciones. También están en el mismo caso las acciones 
necesarias para conservar la paz pública o para co~seguir la d~f ensa 
nacional. Por último, se suman a esta lista las medidas para evita~ la 
destrucción de los elementos naturales o de la propiedad, cuando eSta 

ocurra en perjuicio de la colectividad.6 7 
_ • _ _ 

En la práctica expropiatoria, la autoridad admm~strat1:a ha dilatado 
la calificación precisa de estos casos de contingencia _social y h~ hecho 
violencia sobre los tipos enunciados arriba, con ob¡eto d: _evitar los 

d 1 d cación Ba1· o esta tontea se ex-efectos suspensivos e recurso e revo • .. 
propiaron los bienes de las compañías concesionarias de la explotac1on 

t l 1938 6s y también los bienes de las Instituciones de banca 
pe ro era en • 1 la 

• d 1982 69 Con la invocación de estas causas espeaa es 
priva a en · . · d · • d los 
autoridad expropiante logró disminuir la capacidad e reaccion e 

&G Vid., artículo 80. de la Ley Mexicana . 
67 Ibídem, artículo primero, fracciones V, VI Y X. 
58 Publicado en el Diario Oficial de 18 de marzo_ de 1938. 1982 
6 0 Publicado e.n Diario Oficial de lo. y 2 de septiembre de • 
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afectados, haciendo de Ja declaratoria que establece la necesidad de 
ocupar y de la ocupación uno y el mismo acto. 

Aparte de la publicidad, la ley secun daria no tasa la declaratoria 
del Ejecutivo. e,·igiendo algún requisito o formalidad especial. Sin 
embargo. como acto de autoridad, esta decla ratoria debe cumplir con 
los imperativos constitucionales de la fun damen tación y la motivación. 
Acaso a través de esta exigencia genérica haya sido posible atajar, 
aunque sea parcialmente, el despliegue inmune y demasiado extenso 
del Ejecutivo en el procedimiento mexicano. 

3.4 Los sujetos de la relación cxpropiatoria 

Se trata ahora de concentrar el cotejo en los agentes que cada le­
gislación identifica como protagonis tas del proceso expropiatorio. Las 
afectaciones desbordan Ja imagen simplis ta según la cual la autoridad 
Y el sujeto expropiado resultarían actores exclusivos del procedimien­
to. A pesar de que las expropiaciones son actos típicos en el ámbito 
de los Estados de D erecho, existen diferencias significativas en la 
definición legal de los agentes del proceso, como a continuación se 
precisa: 

a) En Argentina, tratándose de] sujeto activo , la ley señala que po­
drán actuar como expropiantes: el E stado nacional, la municipalidad 
de Buenos Aires, las entidades autárquicas nacionales -en cuanto es­
tén facultadas por la ley- , e incl uso los particulares, siempre que 
cuenten con la autorización legal o reciban la habilitación a partir de 
un acto administrativo fu ndado en ley, como puede ser una conce­
sión."° A estos agentes tendría mos que agregar los órganos de los es­
tados provinciales que a través de las leyes locales de expropiación 
sean investidos de competencia para actuar como sujetos activos en el 
procedimiento. 

Dos cuestiones llaman poderosamente la a tención del sistema argen­
tino: en primer término, que no se coloque expresamente en el lugar 
d~l . sujeto activo a la autoridad adminis tra tiva , sino que se hable ge­
nericamente del Estado nacional. E n segundo lugar, es muy notoria 
la alusión a los sujetos privados como eventuales agentes activos del 
proceso de expropiación.61 

''º Vid., artículo 2o. de la Ley Argentma 
• 1 Ibídem. 
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Las peculiaridades de este régimen provienen de la forma judicial 
que domina la sustancia procesal del acto expropiato rio. En ese país, 
las afectaciones no confrontan al sujeto activo con el pasivo con la 
misma intensidad que en otros regímenes expropiatorios. A pesar 
de que la expropiación sigue siendo un acto supraordinado, el hecho de 
que deba realizarse a través del trámite de una acción dentro de un 
juicio típico, provoca el traslado de la tensión principal al ámbito de 
la sen tencia. 

C abe aclarar que, fuera del Estado nacional , de los Estados pro­
vinciales y de las municipalidades, en general los demás sujetos que 
pueden actuar como expropiantes requieren necesariamente una dele­
gación expresa de facultades. E ste es el caso de los entes autárquicos 
y de los sujetos privados. En el primer supuesto, la autorización del 
legisla tivo puede provenir del instrumento orgánico de la entidad; en 
el segundo, del mismo título de concesión o del contrato de obra pú­
blica, según sea el caso. 

Walter Villegas hace notar con acierto que, cuando un particular 
va a actuar como sujeto activo de la expropiación, la delegación que 
efectúa en su favor el poder legislativo debe contener una calificación 
específica y ésta tiene que abarcar la determinación de los bienes 
concretos sobre los que va a recaer la afectación. 0 2 Si en el acto le~ 
gislativo no hubiera una singularización precisa, el poder administra­
tivo tendría que encargarse de la individualización de los bienes, ya 
que a éste corresponde ejercer el control sobre la actividad del concesio­
rio. En todo caso, lo que se trata de evitar es que un particular se 
arrogue atributos de autoridad y que quede a su arbitrio determinar 
la extensión y el objeto de una expropiación. 

Comparado con otros regímenes, el argentino destaca por la forma 
en que desgrava el acto expropiatorio de su connotación política; tan 
neutra aparece la afectación que hasta los particulares pueden fung ir 
como sujetos activos cuando cuentan con delegación expresa. En Mé­
xico o en España esta transferencia de la potestad expropiatoria re~ 
sulta simplemente impensable; en ambos regímenes las afectaciones 
pa trimoniales son actos de autoridad por excelencia. 

Técnicamente, puede apuntarse que el sistema argentino favorece la 
confusión entre sujeto activo de la expropiación y beneficiario. En 

62 V1LLEGA5, W alter A., op. cit., supra, nota (29 ), pp. 63-69; también V1LLEGAS 

BASAVLLBASO, Benjamín, Derecho Administrativo, t. VI , Edit. Tea, Buenos Aires, 
1956, pp. 386-388. 
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ocasiones el concesionario o el contratista cumplen mucho mejor el per­
fil de un beneficiario que el de protagonistas de la expropiación. En 
el régimen español esta distinción ayuda a prevenir muchas confusio­
nes; en México, desgraciadamente la separación de estos dos protago­
nistas del procedimiento se encuentra sólo insinuada. 

La ley argentina no exime a ningún sujeto de derecho de la posibi­
lidad de convertirse en agente pasivo de la expropiación, incluso hace 
un acento especial en el hecho de que las personas públicas en gene­
ral pueden asumir este papel. Esta idea autoriza a extrapolar legíti­
mamente aquélla según la cual habría que reconocer que son perfec­
tamente posibles las expropiaciones entre órganos públicos, sea del 
Estado nacional a las provincias o a las municipalidades, o viceversa. 
Esta forma amplia de concebir la institución expropiatoria puede llevar 
a zonas de conflicto político entre los diversos niveles del sistema fe­
deral. 413 Para evitar los roces es aconsejable tener desarrollado previa­
mente un sistema de jerarquización de las causas de utilidad pública 
que per~ita establecer preferencias en orden a los destinos públicos 
de los bienes que se encuentran en poder de los órganos estatales. 

Cuando surjan terceros con interés en el acto expropiatorio, éstos no 
p.odrán litigar directamente dentro de la causa principal: sus preten-­
s10nes tendrían que dirimirse en juicios aparte y sus derechos sólo son 
susceptibles de realizarse sobre una parte proporcional de la indem­
~ízaci~n.114 Este desfase de los terceros interesados tiene por finalidad 
impedir que las expropiaciones pierdan efectividad a través de una 
s~cuela . procesal demasiado enmarañada e inconveniente, para la con­
tmgenc1a social que debe satisfacerse con la afectación. 

E~ un caso análogo al anterior se encuentra el propietario que ha 
p~r~1_do la posesión del bien en el momento que se realiza la expro-­
p1ac1on. Si el sujeto activo niega en el juicio la titularidad de quien 
se pretende propietario, la cuestión de dominio deberá resolverse en 
otro juicio de manera previa. Sin la sentencia correspondiente no pue­
de ser admitido como sujeto pasivo en el juicio de expropiación. 

b} En el régimen español la definición del sujeto activo proviene 
de un criterio más clásico: sólo los órganos territoriales, es decir, el 
Esta~o, _la _provincia, el municipio o las comunidades autónomas, pue-­
~en mstJtu1rse como titulares de la potestad expropiatoria. "Sólo este 
tipo de entes ..-nos dice García de Enterria- representan los fines 

:: lbí_dem, pp. 56--59 y pp. 384-386, respectivamente. 
Vrd., articulo 28 de la Ley Argentina. 
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generales y abstractos de la Administración." 65 Esta afirmación veta 
por completo a los particulares la posibilidad de actuar como agentes 
activos en las afectaciones patrimoniales. 

En relación con la figura del benef íciario pueden establecerse los 
siguientes criterios: en términos generales este sujeto "representa el 
interés público o social para cuya realización está autorizado a instar 
de la Administración expropiante el ejercicio de la potestad expropia-­
toria y que adquiere el bien o derecho expropiado".00 Ahora bien, 
según la proposición legal transcrita, cabe la posibilidad de que las ca­
lidades de expropiante y beneficiario se identifiquen en un mismo 
sujeto. Esto sucede cuando un órgano público realiza directamente el 
fin público que motiva la expropiación. Pero, además, la condición de 
beneficiario puede definirse de manera autónoma en dos situaciones 
principales: cuando se expropia para favorecer el desarrollo de una 
concesión y entonces el bien pasa a poder del concesionario, y cuando 
la afectación se realiza en atención a una causa de interés social, re­
sultando en ese caso beneficiado un grupo o clase de sujetos privados 
en especial. 

Desde la perspectiva técnica, la figura independiente del beneficia­
rio permite prescindir del sistema de la delegación de la potestad 
expropiatoria y evitar así los conflictos de intereses entre sujetos pri­
vados, o entre éstos y las entidades paraestatales. En general, esta 
solución favorece la invariabilidad de la expropiación como acto supra­
ordinado. 

Cuando el beneficiario y el expropiante son sujetos diversos, co­
rresponde al primero solicitar del segundo la iniciación del expediente 
y, en general, la facultad de impulsar el procedimiento en persecución 
de su propio interés. La carga principal que enfrenta es el pago de la 
indemnización, ya que en este caso corresponde al sujeto expropiante 

la erogación. . 
En cuanto al expropiado el régimen español también ofrece peculia-

ridades dignas de comentario. Lo primero que debe tenerse en mente 
es que la condición del agente pasivo está determinada por la !orma 
en que la ley define el objeto expropiatorio. En el ~aso espanol _ se 
considera expropiación no sólo la privación de la propiedad en sentido 
estricto, sino gue el concepto abstracto de esta institución abarca tam­
bién "derechos e intereses patrimoniales legítimos". Con esta perspec-

% GARcfA 08 ENTERRIA, E ., y Tomás-Ramón FERNÁNDEZ, op. cit., supra, nota 
(38), pp. 202-203; vid., articulo 2o. de la Ley Espafiola. 

oo Vid., artículo 2.2 de la Ley Española. 
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tiva panorámica del objeto, la condición de expropiado se hace exten­
siva a todos los titulares de derechos reales di:stintos a la propiedad, e 
incluso a aquellos suJetos que mantienen a su favor derechos perso­
nales relacionados con el bien en cuestión.67 

Al igual que en Argentina, en E spaña ningún ente .-público o pri­
vado--- puede automarginarse de la eventualidad de una expropiación 
en su contra; prácticamente cualquier sujeto de derecho está en situa­
ción de fungir como agente pasivo de una afectación. 

A partir de la visión mtegral del sujeto expropiado, se puede dedu­
cir que en el procedimiento concurren como partes todos aquellos agen­
tes con intereses patrimoniales sobre el bien que resultó afecLado. En 
relación con la indemnización el principio es que cualquiera que reci­
bió menoscabo patrimonial por el acto expropíatorio, tiene derecho a 
ser resarcido; sin embargo, los únicos sujetos que pueden gozar de una 
compensación independiente del monto de la indemnización principal, 
son los arrendatarios y los precaristas; 68 el resto debe recibir su pago 
con cargo al monto central de la compensación. 

La ley española prevé la posibilidad de un desacuerdo entre una 
comunidad de coexpropiados en relación con las proporciones que de­
ben corresponderles respecto del monto integral de la indemnización. 
En tal caso, la autoridad expropiante puede consignar el pago com­
pleto. dejando a los distintos expropiados que deduzcan sus diferencias 
ante un juzgado civil. 09 Lo anterior con el propósito de que dichas 
controversias no entorpezcan la secuela del procedimiento expropia­
torio. 

c) En México se vive un caso inverso al español. En nuestro país 
la relación expropiatoria se establece de modo restrictivo entre la auto­
ridad administrativa que ejecuta el acto y el propietario del bien que 
resulta afectado. En principio, el papel de sujeto expropiante puede 
corresponder al Ejecutivo Federal, a los gobernadores de los estados 
y a los ayuntamientos, aunque a éstos últimos las leyes estatales de 
expropiación les niegan generalmente dicha posibilidad. El Ejecutivo 
Federal tramita los expedientes expropia torios sólo a través de las 
secretarías de Estado correspondientes al ramo de la afectación; por 
lo tanto, la potestad expropiatoria no se hace extensiva a ninguna en­
tidad paraestatal y mucho menos a particulares.7° 

• 1 Vid .• relacionados, articulo lo. y 2o. de la Ley Española. 
,. Vid., articulo 44 de la Ley Española. 
0 Vid., artículo 51. 1, b) del Reglamento de la Ley Española. 
70 Vid., artículos 3o., So. y lOo. de la Ley E spañola. 
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En cuanto al sujeto pasivo, el régimen mexicano ofrece problemas 
especiales, ya que al cerrar el legislador su enfoque sólo al propie­
tario del bien, excluye la posibilidad defensiva de cualquier otro sujeto 
legítimamente interesado, como puede ser incluso un poseedor a título 
de dueño. Aquí existe un desequilibrio obvio entre la definición am­
plia del objeto expropiatorio y una determinación demasiado acotada 
en torno al titular del derecho de propiedad. No sucede, como en 
España, que la amplitud del objeto expropiatorio automáticamente ex­
pande la posibilidad de interpelación y de reacción hacia otros sujetos 
legítimamente interesados en los bienes sobre los que recae el acto 
expropiatorio.11 Así, puede afirmarse que la expropiación en México 
no se limita a la afectación del derecho de propiedad y. sin embargo, 
la ley sólo otorga capacidad de defensa y de actuación procesal al 
propietario, desprotegiendo entonces a otros derechohabientes legí-

timos. 
En confirmación del argumento expuesto, la Suprema Corte de Jus­

ticia de la Nación ha resuelto que "en ningún caso en el que se dilu­
ciden cuestiones de expropiación, será forzosa la prueba de posesión, 
por parte del afectado, puesto que las leyes sobre expropiación no 
afectan a los poseedores, sino a los propietarios de los bienes" .72 Con 
este razonamiento se margina de forma definitiva a los poseedores a 
título de dueño y se les confina a un estado de absoluta indefensión. 

A pesar de que la ley mexicana no se refiere expresamente al bene­
ficiario, como ocurre en la legislación española. es un hecho que, de 
forma tácita, se admite la posibilidad de que el bien expropiado pase 
al patrimonio de algún sujeto privado; incluso se responsabiliza a quien 
eventualmente pueda favorecerse de una expropiación a pagar la in­
demnización correspondiente.73 Sin embargo, en este caso el benefi­
ciario no está habilitado para ejercer el impulso procesal o la coadyu­
vancia, como sucede en el régimen español. 

La única ocasión en que de manera expresa una ley mexicana <lis.­
pone el pago indemnizatorio a un sujeto distinto al propietario es en 
el artículo 9o. de la Ley de Condominio para el Distrito Federal, que 
se refiere a las declaratorias de utilidad pública encaminadas a con­
seguir la regeneración urbana de zonas depauperadas donde se asien ... 

tan viviendas populares. 

11 Vid .• artículo 3o. de la Ley Española. 
a Vid. S.J.F., quinta época, t. LIV, p. 2744, Amparo C.vü directo 5774/34, Urta­

zum Arza Cruz, 8 de diciembre de 1937, unanimidad de 5 votos. 
1s Vid., articulo 19 de la Ley Mexicana. 
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3.5 El objeto de expropiación 

La manera como se define el objeto expropiatorio den tro de una ley 
condiciona la extensión de la potestad de la autoridad que consuma 
el acto. Un objeto cuyo perfil se expresa con amplitud, ensancha la 
facultad del sujeto expropiante, pero, al mismo tiempo, favorece la pro­
tección de los diversos intereses patrimoniales que resulten afectados. 
Al abrir la ley un abanico en el que se expresa la pluralidad de s;tua­
ciones patrimoniales que pueden ser objeto de expropiación, favorece 
la interpelación a distintos sujetos, cuyas prerrogativas pueden verse 
comprometidas con el acto expropiatorio. 

Las tres leyes que componen la muestra seleccionada corresponden 
al uso contemporáneo de la institución expropia toria ; en los tres casos 
el objeto se encuentra desarrollado en un sentido laxo. Se admite que 
las afectaciones por causa de utilidad pública o interés social no se 
refieren exclusivamente a bienes inmuebles, como se establece en otros 
regímenes entre los que destacan el francés y el italiano. 

La idea anterior se refuerza porque, en las Consti tuciones contem­
poráneas, la regulación de la propiedad dentro del ámbito garantista 
posee un carácter simbólico que extiende la protección constitucional 
prácticamente a todas las prerrogativas patrimoniales del sujeto. Por 
lo tanto, cualquiera de estos derechos, cuando resulta idóneo para 
satisfacer una contingencia social, puede convertirse en objeto de afec­
tación. 

La causa de utilidad pública o el interés social son imperativos a los 
que el legislador da margen de existencia jurídica a través de sus ti­
pos normativos. La gravedad de estas contingencias trasciende cual­
quier tipo de interpretación restrictiva que se intente hacer sobre el 
objeto de expropiación. No hay prerrogativa patrimonial, corta o ex­
tensa, que no deba ceder ante una circunstancia de interés general. 

a) En la ley argentina el objeto toma una dimensión de gran aper­
tura: "todos los bienes convenientes o necesarios para la satisfacción 
de la utilidad pública, cualquiera que sea su naturaleza jurídica, per­
tenezcan al dominio público o al dominio privado, sean cosas o no". 
Más adelante el mismo legislador deja ver que los bienes necesarios 
son aquéllos con los que directamente se satisfa ce la causa de utilidad 
pública, mientras que los convenientes son los que otorgan ventaj as 
colaterales ,-,materiales o financieras- a la satisfacción de la causa 
expropiandi.H 

74 Vid., artículos -!o. y 5o. de la Ley Argentina. 
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E n la noción de bien a la que se refiere la ley caben todos los inte­
reses de carácter patrimonial : muebles, inmuebles y derechos sobre 
las cosas que sean susceptibles de valoración pecuniaria, con excepción 
del dinero de curso legal. Los bienes incorpóreos han desarrollado 
tras de sí una dogmática propia, pensemos por ejemplo en los derechos 
de autor o en la denominada propiedad industrial; en ambos casos la 
traducción pecuniaria de un perfil intelectual justifica la posibilidad 
de afectación a través de la vía expropiatoria, en la medida en que la 
idea protegida requiera de su difusión para colmar una necesidad pú­

blica. 
Llama la ate.nción la forma tan directa en que. el legislador argenti­

no hiz.o patente la posibilidad de que se realicen expropiaciones sobre 
bienes que integran el dominio público. En este caso , el acto expro­
piatorio no tiene efectos de incorporación al patrimonio estatal en 
virtud de que esta circunstancia ya prevalece. Se trata más bien de 
cambiar el destino de un bien perteneciente al dominio público de una 
provincia y de trasladarlo a la esfera patrimonial del gobierno fede­
ral, en cumplimiento de una contingencia social cuyo fin es prepon~ 
derante. La Suprema Corte ha aceptado que estas expropiaciones son 
posibles y que no requieren para su realización el consentimiento de 
la provincia , ni tampoco de la previa desafectación . ~ la m~yor parte 
de los juristas argentinos les parece justa esta soluc1on y solo al~u~a 
voz discordante advierte que el énfasis centralista de este criterio 
daña necesariamente la integridad del sistema federal.

15 

A pesar de que la ley no restringe oportunamente 1~ posibilidad_ ~e 
que una provincia proceda a la expropiación d~ un ~1en de~ dom1010 
público de la Nación, en realidad esta hipótesis esta e~clu1~a de la 
ley, en virtud de que ésta regula sólo la potestad expropiatona a par­
ti r de la competencia de los poderes federales . Marienhoff no ~xcluye 
por completo esta posibilidad pero reconoce que tales actos s~lo p~­
drían efectuarse ante asuntos de vital importancia para la exiStencia 

de la provincia y siempre con un carácter excepcional.
16 

Como en Argentina se acepta la división entre la propiedad de la 
superficie y la del subsuelo, la ley de expropiación admite las af~c­
taciones exclusivas de este último. Así también autoriza las expropia-

1 5 Vid., supra notas (62) y (63) · . .._ Ah led p t., 
10 M A.rul!.NHOPP, J. A .. Tratado de Derecho Administrat1110, t. 'T, e o- erro 

Buenos Aires, 1973, p. 219. 
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dones de partes condominales. o de propiedades horizontales, para usar 
la term:..oolog1a propia del país en cuestión.n 

b) En E paña el asunto del cbjeto expropia torio gu.:irda una impor­
tancia singular, puesto que se considera su definición como una de 
las prmcipales aportaciones técnicas de la ley de 1954. La fórmula li­
teralmen te se expresa así: ''cualquier forma de privación singular de 
la propiedad privada o de derechos o intereses patrimoniales legítimos, 
cualesquiera que fueran las personas o entidades a que pertenez­
can .. " • Bajo este rubro, como sucede con la ley argentina, el único 
ámbito de exclusión lo componen los derechos que no tienen la posi­
bilidad de traducción pecuniaria. Lo interesante es que esta forma de 
delinear el objeto expropiatorio abre el panorama a la diversidad 
de sujetos pasivos, e incluso al surgimiento de comunidades de expro­
piados en torno a un mismo bien. 

A pesar de que la dilatación del objeto expropiatorio aparezca a 
primera vista como una "vastísima potestad de sacrificio a favor de la 
Administración", en verdad " fue efectuada -no:; dice García de En­
terria- más con la intención de extender las técnicas de garantía 
propias de la expropiación al patrimonio entero ... " 79 Aquí vale aque­
Uo de que no importa qué tan fuerte sea la concentración de poder 
en un órgano público, sino qué tan eficientes resultan los mecanismos 
para controlar la legalidad de sus actos. Así, si la potestad expropia­
toria crece con la expansión del objeto de las afectaciones, tamb:én se 
desarrolla, en forma concomitante, el sistema de garantías que pro­
tege la proyección expansiva de la autoridad expropiante. En verdad, 
con la definición del objeto que efectúa la ley española, lo que con­
sigue es el esclarecimiento de que las contingencias sociales rebasan 
el ámbito nominalista de los derechos reales y, en ocasiones, exigen 
una respuesta que puede implicar el sacrificio de titularidades o dere­
chos que se apartan del contexto estricto del derecho de propiedad. 
Cuando se desvanece este velo formalista, surge la necesidad de 
otorgar a todos quienes pierden un interés legítimo en virtud del acto 
expropiatorio, las garantías procesales y compensatorias que derivan 
del sistema técnico de protección que conforma el ambiente moderno 
de esta institución. 

17 Vid., artículo 6o. de la Ley Argentina. 
7

" Vid .. articulo lo. de la Ley de Expropiac:ón. 
19 Vid., GARCÍA DE ENTEllllfA, E . y Tomás-Ramón F!!IINÁNDEZ, op. cit. supcs, 

nota (38¡, p. 209. 
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A diferencia de lo que acontece en el régimen argentino, en España 
se ha interpretado que los bienes afectados al dominio público, en 
virtud de su carácter inalienable y de la vinculación que guardan res­
pecto a la función pública, no pueden ser expropiados si no se suscita 
antes un acto de desafectación .80 

c) En el sistema expropiatorio mexicano no existe una definición 
expresa del objeto como la que presentan las leyes en Argentina y en 
España. La omisión legislativa no ha sido interpretada en forma res­
trictiva, sino al contrario; la Suprema Corte de Justicia se ha pronun­
ciado por dar al objeto expropiatorio un contenido amplio, haciendo 
equiparable su universo al de los regímenes sobre los que se efectúa 
la comparación en este trabajo. 

Pero si el vacío legal no ha entorpecido el espacio de la potestad de 
la autoridad expropiante, no puede decirse lo mismo lamentablemente 
en relación con el interés de los sujetos afectados. En México la ex­
propiación se proyecta idealmente sólo sobre la propiedad en 'sentido 
estricto, ya que procesalmente ningún sujeto aparte del propietario 
puede participar activamente. La proyección ideal de esta potestad no 
corresponde sin embargo a su ejercicio concreto, ya que éste involucra 
intereses patrimoniales de la más diversa índole, sobre los cuales ron­
da un vacío en relación con las técnicas de defensa. En esta virtud. 
sería deseable que la ley del país incluyera una noción expresa del 
objeto expropiable. 

3.6 La ocupación temporal 

Vinculado al tema del objeto de la expropiación, surge éste en el 
que debe revisarse la inclusión de las ocupaciones transitorias sobre 
determinados bienes en la potestad de la autoridad expropiante. En la 
actualidad, prácticamente ninguna legislación rechaza esta hipótesis; 
en el fondo del consenso. subyace un criterio de mayoría de razón, 
según el cual debería de reconocerse que, si la Constitución legitima 
un acto de extinción con efectos totales sobre la propiedad individual, 
como es la expropiación, cuanto y más debe admitir una afectación que 
restringe de manera temporal los atributos del titular del bien o de la 
persona que puede disponer de él conforme a derecho. 

Si tuviéramos que ubicar el efecto de una ocupación temporal, ten­
dríamos que decir que se dirige de manera especifica sobre las facul-

80 Ibídem. 
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tades que comprende el derecho de usufructo, es decir, el uso y el 
aprovechamiento económico de uu bien. Lo relevante desde el punto 
de vista del tema que nos ocupa es que estas afectaciones transitorias 
se efectúan siguiendo a pie juntillas la técnica expropiatoria. Deben 
transcurrir, en consecuencia, entre las determinaciones de la utilidad 
pública y el pago de la indemnización, aunque probablemente sujetas 
a procedimientos especiales. 

a) En la ley argentina existe un capítulo dedicado a "la ocupación 
temporánea". La institución se define atendiendo al criterio del "uso 
transitorio de un bien", al que debe llegarse por la autoridad admi­
nistrativa, cuando media una causa de utilidad pública.81 

Entre las peculiaridades a destacar que presenta el régimen en cues­
tión es de señalarse la distinción que se efectúa entre la ocupación 
temporal anormal ( urgente, imperiosa o súbita, como lo expresa la ley). 
y la que ocurre en fonna normal. En el primer caso estamos en pre­
sencia de un auténtico régimen de urgencia y, consecuentemente, el 
legislador autoriza de manera genérica a la autoridad administrativa a 
realizar la ocupación, especificando que en este caso ni siquiera surge 
el derecho de indemnización a favor del afectado.82 Es extraño que en 
un régimen expropiatorio tan conservador como el argentino, se reciba 
un procedimiento desprovisto absolutamente de garantías para el afec­
tado; así fueran situaciones de fuerza mayor las que se encuentren en 
este supuesto. 

La "ocupación temporánea normal", en cambio, sí recoge en su es­
tructura los elementos de la técnica expropiatoria: definición legal de 
la causa de utilidad pública, indemnización y control procesal de na­
turaleza judicial. Sin embargo, como primera vía para la realización 
de estas ocupaciones, el legislador plantea la conciliación, y sólo en 
el caso de que ésta no se logre, la Administración deberá plantear 
ante el juez el requerimiento para que éste resuelva lo conducente. 

La "ocupación temporánea" se encuentra doblemente acotada: des­
de el punto de vista de la duración, esta medida no puede extenderse 
más allá del tiempo que subsista la contingencia pública . En atención 
al modo de disposición del bien, la autoridad administrativa no tiene 
facultad de alterar su sustancia, ni de separar los elementos que lo 
integran.u 

1 Vid., articulo 57 de la Ley Argentina . 
8~ Vid., artículos 58 a 60 de la Ley Argentina. 
13 Ved., artículo 62 de la Ley Argentina. 

TRES CONTEXTOS PARA LA EXPROPIACióN FORZOSA 221 

b) La ley de Expropiación Forzosa en España n.o detecta la ocu­
pación temporal como una institución independiente, seguramente por­
que el legislador consideró que esta clase de actos quedaron compren­
didos en la extensión del artículo primero del instrumento legislativo 
en cuestión. 

Sin embargo, cuando la ley trata lo relativo al pago de la indemni­
zación hace una referencia expresa a la ocupación temporal. En el 
articulado que contiene esta materia, el legislador señala genéricamen­
te los fines que legitiman la práctica de esta institución; de manera 
sintética éstos son: la formulación de estudios y acopio de datos, siem­
pre que las acciones se realicen en plazos breves; el establecimiento 
de elementos auxiliares para la realización de obras declaradas de uti­
lidad pública; la extracción de materiales necesarios para la ejecución 
de dichas obras y, por último, el impulso que permita, ante la omi­
sión del propietario, cumplir con la función social que tienen atribuida 
determinados bienes.8' 

En todo caso la ocupación temporal de que se trate se ubica en el 
contexto de los inmuebles ....-terrenos dice expresamente la ley-. En 
torno de éstos se establece una salvedad a favor de las viviendas; en 
casos extremos, cuando éstas resulten indispensables para solucionar 
una contingencia social. es posible realizar la ocupación, siempre y 
cuando el derechohabiente de la vivienda brinde su aceptación.8s En 
este último caso es obvio que no estamos ya en el terreno de la expro­
piación forzosa, porque no se pone en juego ninguna potestad de ca­
rácter imperativo. 

El sentido genuino de la ocupación temporal, como lo ha estableci­
do en sus resoluciones el Tribunal Constitucional, es el de "constituir 
una ocupación menos plena o, más propiamente, una expropiación 
provisional y transitoria del bien afectado, que ha de ser reintegrado 
a su titular una vez cumplida la función que le tiene asignada" .86 

Como en la ley argentina, aquí se prioriza la vía conciliatoria para 
que la autoridad ocupante acuerde con el afectado el monto de la in­
demnización ; en caso de desacuerdo queda abierta la vía ante el Jura­
do Provisional de Expropiación. El criterio básico para proveer el 
resarcimiento, consiste en considerar los rendimientos que el propie-

8• Vid., articulo 108 de la Ley E spañola. 
8 5 Vid., artículos 109 y 110 de la Ley Española. 
86 Vid., Sentencla de la Sala de Valencia, confirmada por el Tribunal Supremo 

(ex.tracto). Transcrita en el margen 2456 de MORENO GIL, op. cit., supra, nota (33), 
pp. 2455~2457. 
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tario de1are de recjbir, además de los perjuicios que hayan sido cau­
sados a la finca. 7 

En Ja ley española, se prevén ciertas medidas a las que pueden r~ 
currir las autoridades civiles en casos de contingencia social extrema, 
como la amenaza al orden y la seguridad pública, las inundaciones, 
las epidemias u otras calamidades de esta índole. La aplicación de es~ 
tas medidas extraordinarias puede implicar destrucción, detrimento o 
requisa de bienes o derechos de los particulares.88 Los supuestos con­
templados tienen afinjdad con lo que, en Argentina, se conoce como 
"ocupaciones temporáneas anormales"; sin embargo, en el caso espa­
ñol sí prevalece el criterio de compensación a favor del afectado y, 
para el pago de la indemnización, se hacen extensivos los criterios 
de resarcimiento que se aplican en las ocupaciones temporales. 

Es oportuno esclarecer que en la legislación mexicana lo:; supuestos 
de trastornos interiores, epidemias. desabasto de las poblaciones y ca­
lamidades en general, se conservan como causa de utilidad pública 
que puede dar lugar tanto a la expropiación como a la ocupación tem~ 
poral. La emergencia de estas situaciones impide al afectado que, con 
la interposición del recurso de revocación, suspenda la ocupación.88 

Desgraciadamente, en México, a estas causales expropiatorias se les 
ha dado una laxitud indebida, precisamente para disminuir la capaci~ 
dad de resistencia del expropiado. Por ejemplo, la expropiación de las 
instituciones privadas de banca en 1982, tuvo como uno de sus apo­
yos legales 1a causal expropiatoria referente a "trastornos interiores". 

c) En México las ocupaciones temporales están consideradas de 
manera directa en la ley de 1936. Pero dado lo exiguo del articulado 
de este instrumento normativo, el legislador apenas alcanzó a pergeñar 
la institución y a establecer que, cuando no sea posible el acuerdo so­
bre e] monto de la indemnización, éste deberá quedar a juicio de pe­
ritos.00 

En general, la dinámica para realizar las ocupaciones temporales 
en el régimen mexicano es la misma que se requiere para cualquier 
expropiación de carácter ordinario: declaratoria de utilidad pública de 
acuerdo con una causa previamente definida en ley y pago de la in~ 
demnización al afectado. 

87 Vid., artículos 112 y 113 de la Ley Espaóola. 
Vid., articulo 120 de la Ley Espaóola. 

811 Vid., articulo 8o. de la Ley Mexicana. 
90 Vid., articulo 18 de la Ley Mexicana. 
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Como dato anecdótico, cabe señalar que fue en una ejecutoria de la 
Corte anterior a la ley vigente, donde primero se legitimó esta insti­
tución.91 En esa resolución se virtieron los famosos argumentos para 
definir la naturaleza legislativa de las modalidades a la propiedad 
pri ada y para distinguirlas de cualquier acto concreto de afectación, 
como es el caso de la ocupación temporal y de la expropiación. 

A pesar de qu~ en México se ha admitido que el tiempo de la ocu­
pación no debe sobrepasar el de la duración de la contingencia social 
que la motivó, la ley, en un franco error. extiende el plazo de la re­
versión aplicable a las expropiaciones, a la ocupación temporaJ. llz E ,to 
quiere decir que no existe ningún mecanismo que permita al afectado 
reasumir su propiedad, aun cuando haya cesado la causa de utilidad 
pública que motivó la ocupación transitoria, antes de cinco años. En 
este caso, el recurso de reversión debería ajustar sus alcances a la 
temporalidad específica de la necesidad de ocupación. De otra forma, 
se genera, en perjuicio del afectado, un plazo de incertidumbre en el 
que prácticamente carece de cualquier medio de defensa para hacer 
valer sus pretensiones. 

A diferencia de lo que sucede en España y con entera similitud con 
el régimen de Argentina, en México la ocupación temporal puede 
perfectamente desarrollarse sobre muebles. 

IV. COTEJO DE LOS PROCEDIMIENTOS Y LAS GARANTÍAS 

Independientemente de las garantías derivadas de la definición legal 
de la causa expropiandi, analizadas en el capítulo precedente, las dos 
piezas complementarias del sistema expropia torio moderno son: la in­
demnización .-que es el sucedáneo del bien o derecho afectado y , 
por ende, la salvaguarda de la propiedad como institución constitu~ 
cional- y el procedimiento, en el que debe otorgarse al afectad::, el 
derecho de participar de manera activa en la defensa de sus inte­
reses. 

Sin indemnización o sin procedimiento la potestad expropiatoria se 
evidenciaría incoherente con la mecánica básica del Estado de Dere­
cho. Por lo tanto, estos dos factores deben colocarse como piezas cen­
trales de las técnicas modernas de afectación. 

9 1 S.J.F., quJota época, t. L. p. 2568, Amparo administrativo en re isión 605/ 2, 
Castellanos Vda. de Zapata. Mercedes, 8 de diciembre de }Q36, ma}'orla de 3 votos. 

92 Vid., artículo 9o. de la Ley Mexicana. 
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La lucha actual no es por el reconocimiento formal de estos elemen­
tos, porque, en general, los sistemas jurídicos contemporáneos los re­
cogen en sus órbitas garantis tas; el verdadero drama se teje hoy en 
torno a su eficacia. No es extraño que por la vía de las excepciones 
- llámense expropiaciones urgen tes, irregulares o legislativas- se de­
fraude el sistema de garantías que envuelve el procedimiento expr~ 
piatorio. Por eso, la recuperación del carácter efectivo de los meca­
ni mos de compensación y de comparecencia procesal es hoy el asun­
to más destacado en el tema de la expropiación. Ya definidas las ga­
rantías patrimoniales y los cauces de tramitación, es necesario rescatar 
su sentido, extraviado en la normalización indebida de las vías de 
excepción. 

4.1 La indemnización 

Para muchos se trata aquí de la sustancia principal de la institución 
expropiatoria. El resarcimiento que ofrece la sociedad al sujeto cuyo 
sacrificio patrimonial exige la satisfacción de una causa de utilidad 
pública, es el dato que proporciona una diferencia específica respecto 
de la confiscación. Asimismo, la indemnización dis tingue a la expro­
piación de otras técnicas surgidas para compatibilizar el beneficio in­
dividual con el interés social. Concretamente, la modalización legisla­
tiva, que conlleva modificaciones generales a l régimen de la propiedad 
a través del señalamiento de cauces normativos de ejercicio, se distin­
gue de la expropiación porque no da lugar al efecto compensatorio 
que persigue la indemnización. 

La relación que guarda la potestad expropiatoria de la autoridad 
con el elemento de la compensación ha sido bien caracterizada por 
Eduardo García de Enterria, quien menciona que la indemnización "es 
un presupuesto de legitimidad." para el despliegue de la capacidad de 
expropiar. Legitimidad, en este caso, sign ifica penetración del espíritu 
moderno del Estado de D erecho en el sistema de garantías que re­
sulta aledaño a las técnicas contemporáneas de afectación patrimonial. 

o es posible suprimir el derecho de propiedad, ni aún en casos de 
necesidad extrema para la sociedad; lo que debe hacerse es simple­
mente sacrificar el vínculo concreto de un suj eto con una cosa, otor­
gando a éste una cantidad con valor similar. Se t ra ta de reconducir la 
propiedad a su carácter abstracto, a partir de la remisión a la expre­
sión dmeraria. 
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a) En Argentina, la Constitución conserva el principio de que la 
indemnización debe ser previa a la expropiación. La ley secundaria, 
por su parte, aclara que ésta "sólo comprenderá el valor objetivo del 
bien y los daños que sean una consecuencia directa o inmediata de la 
expropiación" .93 

a .1 ) La indemnización, por tanto, excluye circunstancias subjetivas, 
valores afectivos, ganancias hipotéticas, plusvalías y lucro cesante. 
Comprende, en cambio, los aju stes por depreciación de la moneda y 
los intereses del dinero.9 ' La máxima que sustenta este concepto in­
demnizatorio establece que el afectado debe ser resarcido en su inte­
gridad por la pérdida que motivó el acto expropiatorio, sin embargo, 
no debe sacar provechos adicionales. Con esta fórmula se pretenden 
balancear los efectos de la expropiación. 

E xiste una profusa experiencia jurisprudencia! en torno a la indem­
nización; en multiplicidad de sentencias, se ha llegado a definir deta­
lladamente el alcance de la institución y de cada uno de los conceptos 
que componen esta especie de glosario de la compensación, a sa­
ber : valor objetivo, es el valor de mercado o precio propiamente dicho 
de un bien; daños vinculados d irectamente a la expropiación, detri­
mento patrimonial del expropiado, pérdida de valor de las porciones 
no expropiadas y desembolsos ligados al acto; ganancias hipo[éticas, 
las que no responden a los criterios de certidumbre e inminencia ; lu­
cro cesante, las ganancias futuras, plusvalías, mejoras que recibe el 
bien por la obra que debe realizarse para satisfacer las causas de uti­
lidad pública, y así, sucesivamente.96 

La inestabilidad financiera y monetaria resta certeza a los negocios 
jurídicos en general. Si las normas sobre indemnización omiten consi­
derar las variaciones en el valor del dinero, debidas al fenómeno in­
flacionario, la efectividad del principio compensatorio se verá seria­
mente fracturada. Para que la indemnización sea real es necesario 
valorar las fluctuaciones cambiarías, de lo contrario se terminaría cu­
briendo al afectado un valor inferior al precio del bien o derecho que 
resultó expropiado.06 Sobre proceso inflacionario pocos pueblos tienen 
más experiencia que el argentino; no es extraño que la ley de ese país 
incluya de manera expresa la necesidad de adecuar los valores indem­
nizatorios . 

93 Vidv artículo 10 de la Ley Argentina. 
11• Vid., artículos 10 y 11 de la Ley Argentina, 
116 Vid., VIUe.GAS, A. Walter, op. cit., supra, nota (29), pp. 129-134. 
ei1 Vid., artículo 10 de la Ley Argentina. 
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a .2) Según disposición de la ley vigente, la sentencia del juicio ex­
propiatono fijará la indemnización, "teniendo en cuenta el valor del 
bien al tiempo de la disposición". Para paliar la brecha que pudiera 
surgir entre el momento en que se realiza la valoración del bien o de­
recho expropiado y la del pago, la misma ley señala que deberá efec­
tuarse un proceso de "depreciación monetaria", al cual se descontará 
la cantidad que ya hubiese sido asignada por el expropiante para ob­
tener la posesión, con objeto de que la actualización del valor beneficie 
solamente a la cantidad remanente. Además, el expropiante cubrirá 
intereses al sujeto pasivo a la tasa del 6% anual durante el lapso que 
transcurra entre la disposición y el pago final. 07 

Las formas reseñadas tienen como propósito central no transferir 
al afectado el efecto negativo de los retrasos en los que pudiera incu­
rrir el trámite de la expropiación. Sin embargo, según observa Walter 
Villegas, esta fórmula podría no responder de manera genuina al 
mandato constitucional, del que puede inferirse que la transmisión de 
dominio sólo acontece cuando se ha cubierto el monto de la indemni­
zación, y como ésta se fija en la sentencia definitiva, ése deberá ser 
el momento procesal adecuado para practicar el avalúo del bien o de­
recho afectado, así como los perjuicios que la expropiación apareja.98 

a.3) La expropiación debe, por principio, ser cubierta en moneda 
de curso legal; no obstante, se admite que, bajo la aceptación del ex­
propiado, ésta pueda ser pagada a través de valores de otra especie. 
Cabe mencionar que, antes de que se proceda a la determinación del 
monto indemnizatorio por parte del juez, los involucrados pueden con­
ciliar intereses, pactando un precio "dentro de los valores máximos 
que estime a ese efecto el Tribunal de Tasaciones de la Nación" o, 
en el caso de los muebles, las oficinas técnicas designadas. Para las 
afectaciones de inmuebles se prevé una prima adicional del 10 % del 
valor máximo estimado.v9 

Si no ocurre un acuerdo de las partes la valoración se realiza por 
el juez, quien deberá escuchar el dictamen del Tribunal de Tasaciones 
aunque sin perjuicio de recibir elementos probatorios adicionales que 
aporten las partes al proceso. Este sistema de valoración se impo:ie 
sobre otros, que sm embargo no son p!enamente rechazados, a saber: 
el sistema de referencias catastrales, que en materia de indemnizacio-

97 Vid., artículo 20 de la Ley Argentina. 
•~ YlLLECAS, A. Walter, op. cit., ,upra, nota (29), pp. 119 y 120. 
1111 Vid., artículos 12 y 13 de la Ley Argentina. 
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nes provisionales a consignación sigue siendo una referencia central, y 
el sistema de pruebas periciales suministradas de manera directa por 
las partes.100 Este último se mantiene como recurso lícito para los li­
tigantes, aunque la ley niega la solución final a través de tercer peri­
to, sustituyendo este mecanismo por el del Tribunal de Tasaciones. En 
este órgano quedan representadas las partes a través de mandatarios 
con capacidad de opinar técnicamente, pero nunca con fuerza determi­
nante para inclinar una decisión a su favor . 

No se descarta por la ley la posibilidad de que los criterios de valo­
ración puedan enriquecerse por métodos paralelos como las referencias 
que otorga el valor de bienes análogos o el rescate de precedentes. 
También es técnicamente posible entremezclar criterios de productivi­
dad que ayuden a precisar en mejor condición el menoscabo patrimo­
nial del afectado. 

La ley tampoco excluye los criterios indirectos, como por ejemplo el 
que establece la posibilidad de resarcir por el menoscabo funcional que 
sufre la parte de un bien afectado, si ésta resultó a salvo de un acto 
parcial de expropiación. En este caso, se compensa no por la pérdida 
del objeto sino por la mengua de su valor, generada por la afectación 
fragmentaria del bien. 

b) En España, no existe la misma contundencia que se suscita en 
Argentina respecto al reconocimiento constitucional del previo pago. 
La Constitución de 1978 utiliza el término mediante para indicar la 
necesidad de la indemnización en el proceso expropiatorio.101 Autores 
tan a utorizados como García de Enterria sostienen que el concepto 
mediante no daña el sentido tradicional de la previa indemnización .102 

Como fuere, en el régimen español no se resuelve este asunto con la 
d ebida claridad, aunque la ley, en el procedimiento ordinario, da cuer­
po a la idea del pago anticipado. 

b.1 ) El criterio principal por el que se orienta la indemnización lo 
proporciona la ley a través del concepto de justo precio.103 Este, según 
la interpretación jurisprudencia!, se tasa en atención a que el expro­
piado, con la cantidad que recibe como indemnización, pueda adquirir 
en el mercado un bien o derecho de condiciones equivalentes al que 

100 Ibídem, artículos 15 y 17. 
101 Vid., artículo 33.3 de la Constitución Española. 
102 GARciA DB ENTERRIA, E., y Tomás-Ramón P eRNÁNDEZ, op. cit., supra, nota 

(38) , pp. 25 1 a 259. 
ioa Vid., artículo 24 de la Ley Española. 
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fue afectado. Es, por tanto, un valor de sustitución.1114 Del justo-pcecio 
deben excluirse las plusvalías que pueden generarse por el plano o 
proyecto de obras que origina la expropiación; también las mejoras 
realizadas después del inicio del trámite del expediente expropiatorio, 
salvo que las obras fueran indispensables para la preser ación del 
bien.106 Como sucede en Argentina, la fórmula del equilibrio indem­
ni::atorio está reconocida en España: la compensación debe resarcir 
en la medida del daño; la expropiación no debe perjudicar pero tam­
poco beneficiar al expropiado. Así, a pesar de que la ley no establece 
de manera expresa este criterio de extensión, numerosísimas senten­
cias han dado ya reconocimiento al criterio apuntado. 

Con objeto de que el principio compensatorio no se nulifique por el 
desfase temporal del pago. la ley ha regulado dos medidas que pre­
tenden contrarrestar este fenómeno. Por un lado, la obligación de in­
cluir el pago de intereses moratorias, si después de seis meses de ini­
ciado el expediente de expropiación no se ha determinado el justipre­
cio. En tal caso el pago se efectúa retroactivamente por todo el tiempo 
de la demora.106 No obstante que la ley de expropiación remite al 
interés legal como base para el cálculo de este pago, se ha dado pre­
ferencia a la Ley General Presupuestaria, que en su artículo 45 deter­
mina que el interés debido por la Administración por la demora en el 
pago de sus deudas debe estar sujeto al índice del " interés básico del 
Banco de España". El monto porcentual de dicho interés práctica­
mente duplica la tasa del interés legaI.1O1 

La otra fórmula de actualización del valor en caso de demora está 
definida por el legislador para beneficio de los expropiados que no 
hubieren recibido el pago del justiprecio después de dos añ9s a partir 
del momento en que éste fue fijado. 1°" Entonces, es posible promover 
la cetasación para provocar un nuevo avalúo. Salta a la vista que esta 
solución presenta el inconveniente de obligar al expropiado a reiniciar 
trámites por una vía que probó ya su excesiva lentitud. En general, 
el retraso procesal opera en contra del expropiado y hasta ahora los 
mecanismos legales que intentan contrapesar esta tendencia no han 
sido suficientes para revertirla. 

1~ Vid., MORENO Gu., óscar, op. cit., supra, nota (33), pp. 492 donde si hace 
ttftte:nda a más de veinte sentencias del Tribunal Superior en este sentido. 

tos Vid., articulo 36 de la Ley Española. 
io. Vid., artículos 56 a 58 de la Ley Española. 
1~1 GAJ!ciA DE ENTERRIA, E . y Tomás-Ramón F ERNÁNO.EZ, op. cit., supra nota 

(38), pp. 285 a 287. 
10• Ibídem, pp. 286 y 287. 

TRES CONTEXTOS PARA LA EXPROPIACióN FORZOSA 229 

b .2) Tal como en el caso argentino, el legislador español concede 
oportunidad prevalente a la solución conciliatoria de las partes en rela­
ción con el monto de la indemnización. No se trata en realidad de un 
acuerdo libre sobre las condiciones del traslado de dominio, en el enten­
dido que éste se efectuó por obra de la expropiación; la composición de 
los involucrados se reduce al acuerdo concreto sobre el monto de la in­
demnización. 

En caso de que la vía conciliatoria fracase, se inicia la determina~ 
ción del justo precio, cuyo trámite se realiza en una pieza procesal 
independiente. En primera instancia, las partes intercambian las deno­
minadas hojas de aprecio que son los documentos en los que se fijan 
el valor estimado del bien y los criterios técnicos de valoración que 
justifican sus respectivos avalúos. Esta primera fase es determinante 
porque el juicio posterior de los órganos competentes tendrá que aco­
tarse dentro de los márgenes establecidos por las partes en sus res-

pectivos documentos.1º9 

Si la diferencia de los involucrados trasciende la etapa del intercam­
bio de hojas de aprecio, el expediente se remite al Jurado Provincial 
de Expropiación: órgano colegiado de carácter técnico, subordinado a 
la autoridad civil, cuya composición admite, en síntesis, un abogado 
y un técnico para cada una de las partes. El Jurado Provincial se com­
pone por : un Presidente, designado por el presidente de la Audiencia 
respectiva; un Abogado del Estado; un funcionario técnico, cuya es­
pecialidad debe vincularse a la clase de bienes de que se trate, un 
representante del sector privado -en este caso de la Cámara Nacio­
nal respectiva.- y un Notario designado por su colegio profesional.11º 

Dada la composición del Jurado Provincial la jurisprudencia ha 
otorgado una presunción favorable a sus resoluciones;m sin embargo, 
las determinaciones de estos órganos son revisables a través del pro­
cedimiento contencioso-administrativo. Las resoluciones de los Jurados 
tienen carácter ejecutorio; 112 éste consiste en que, hecha la determi­
nación del justo-precio, el beneficiario de la expropiación procede a 
efectuar el pago en un plazo que no podrá exceder de seis meses y, 

100 Vid., artículos 24 a 26 de la Ley Española. 
110 Vid., artículos 31 a 33 de la Ley Española. 
1 11 V id., en MORENO GIL, óscar, op. cit., supra nota ( 33) . La Sentenc.la 24-9-

80 : "Aunque los acuerdos de los Jurados care:z:can de fuer:z:a vinculante para los 
T ribunales, hao de gozar de preferente acogida (por la Jmparcialidad, independencia 
y experiencia de los miembros de los jurados) . •.'', P· 766. 

112 Vid., artículo 34: de la Ley Española. 



230 MARTtN DfAZ Y DlAZ 

si el afectado se niega a recibirlo, aquél t iene la facultad de consig­
n~lo .. Efectuad~ e~ pago se da curso a ]a ocupación, así prosiga el 
expediente en tramite a través de la vía contenciosa.113 

b.3) El momento para fija r el monto de la indemnización se refie­
re al tiemp~ ~n que da in~cio el expediente de justiprecio. Para fijar 
el v~lor ob¡et1vo la ley sena la varios criterios : valor asignado a los 
P_~ed1os a_ los efectos del a rbitrio municipal; valor de venta que se 
f11a con fmes catastrales; establecimiento de la media aritmética que 
res~lte de_ las ve~tas de fincas análogas ; capitalización del valor líqui­
~o ~pomble senalado para la contribución urbana; capitalización al 
mteres leg~l d_e la __ renta, en el caso de fincas rústicas; cotización pro­
medio. cap1talizac1on del in terés del beneficio medio y valor teórico 
d_e los títulos, c_uando la expropiación recaiga sobre acciones, obliga­
ciones u otros títulos de partic ipación de capital, etc.1ª 

Los criter~os señalados tienen una función meramente indicativa por­
que la propia ley autoriza a las partes y a los Jurados Provinciales a 
llevar ª. cabo la tasación a plicando los criterios estimativos que juz­
guen mas adecuados.115 Esta d isposición flex ibiliza sus tancialmente la 
d~terminación del justo precio y permite que las diversas clases de 
bienes muebles puedan ser valoradas de acuerdo a sus condiciones 
especiales. E:l proceso de_ prueba y de abundamiento técnico al que 
puedan acudir las partes tiene entonces una importancia primordial. 

Las mdemnizaciones por traslado de empresas o negocios han alcan­
zado un d~sarrollo j~risprudencial muy significativo; 116 al respecto ha 
quedado firme el criterio de que el valor de sustitución incluye: gas­
tos de traslado Y de adecuación, pérdida temporal de las ganancias, 
factores de recuperación en las ca rteras de clientes, liquidaciones de 
sueldos al personal durante el período de interrupción de actividades 
Y _otros conceptos complementarios. Asimismo, en el caso de arrenda­
mientos, el criterio compensatorio se extiende a gastos de adecuación 
Y de traspaso, siempre_ que se tra te de comercios. Efectuado y consig­
nado el pago mdemmzatorio, el beneficiario queda autorizado para 
proceder a la ocupación, la que deber á quedar pormenorizada en un 
acta especiaJ.u1 

::: Vid., a~iculos 48, a 51 de la Ley Española. 
11' Vr_d. artr~ulos 36 a 41 de la Ley Española. 

Vid., articulo 43 de la Ley Española 
ll~ Vid M . ·, OR.E. ·o GIL, Óscar, op. cit., supra nota ( 33) , Las Sentencias del Tri• 

huna! Supremo 12-4-78 y 25-1-78 pp. 492 y i 93 
m Vid., articulo 51 de la Ley' Española. · 
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c) En México no sólo se abandonó el criterio del previo pago en la 
Constitución de 1917, sino que el legislador secundario llevó las cosas 
al extremo opuesto, en virtud de que, sin más, facultó al sujeto ex­
propiante para efectuar el pago en un plazo hasta de diez años. No 
exis te en la ley ninguna obligación a cargo de la autoridad adminis­
trativa para justificar el diferimiento y extenderlo a un plazo tan in-

sólito.118 
c. l) El importe de la indemnización lo fija la autoridad administra-

tiva , que además tiene la facultad de señalar " la forma y los plazos" 
en que deberá pagarse. Como se observa, con el otorgamiento de esta 
facultad omnímoda al poder público, se lesiona drásticamente el cri­
terio garantista que debe estar en la base de la institución expropia­
toria . En este caso, la ley no está acotando rangos de acción al sujeto 
activo de la expropiación, sino que le traslada en pleno la facultad 
decisoria para normar las circunstancias del pago indemnizatorio. Una 
facultad tan amplia no puede ser controlada desde el punto de vista 
de su constitucionalidad; en todo caso, al efectado le queda sólo el 
argumento del juicio de amparo contra la aplicación de la ley de ex­
propiación que, por transferir al Ejecutivo una potestad sin límites para 
su ejercicio, puede conculcar el derecho a la indemnización y, de for­

ma mediata, la prerrogativa de la propiedad. 
En un buen número de ejecutorias la Suprema Corte de Justicia ha 

otorgado el amparo a los quejosos que han hecho valer la inconstitu­
cionalidad de la aplicación de la Ley de Expropiación, en virtud de 
que ésta permite al diferimiento prácticamente indefinido del pago 
de la indemnización.119 El argumento central de las ejecutorias consis~ 
te en que, si bien la Constitución no exige el pago previo, esto no 
quiere decir que el mismo no tenga que producirse a raíz del acto ex­
propia torio y dentro de un plazo prudente, entendiéndose por éste un 
lapso que no prive al afectado de la sustitución del bien expropiado 

y del disfrute i,ntcgral de la indemnización. 
c.2) En la ley mexicana no hay referencia a una probable solución 

conciliatoria entre las partes; el legislador da por hecho el carácter 
conflictivo del procedimiento y deja al expropiado la posibilidad de 

11s V id. art ículo 20 de la Ley Mexicana. 
11 0 V id.: s.J.F., quinta época, t. XLIX, p . 1804, Amparo administrativo en revi• 

sión 6403/35, Casa del Casino C ordobés, S. A., 21 de sept.embrc de 1936, unani­
midad de cuatro votos; también la Jurisprudencia integrada por t. III. Olazcoaga 
Vda. de Barbosa, p. 1180; t. VIII. Pastora Moneada Vda. de Blanco, p. 508 Y t. 
IX, Caso Vda. de Rivcro, Ramona, p. 672 en Apéndice al tomo L, tesis '109, p. 505, 
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manifestar su acuerdo sólo cuando la indemnización ha sido ya fijada 
por la autoridad expropiante.1

~
0 

Los mecanismos para establecer el monto de la indemnización son 
los más rudimentarios que existen en el horizonte de las técnicas de 
afectación: la valuación catastral para el caso de inmuebles y el jui­
cio de peritos para muebles y ocupaciones temporales.121 Los registros 
catastrales. si bien son un auxiliar útil en casi todos los regímenes ex­
propiatorios, no pueden ofrecerse como base principal del cálculo in­
demnizatorio por la brecha habitual que se suscita entre el valor de 
catastro y el precio comercial. Además, los registros fiscales otorgan 
una homogeneidad demasiado rígida al valor de los inmuebles. 

En caso de que se hubieren producido mejoras al bien después de 
efectuado el registro catastral o si, como es de esperarse, las partes no 
convienen en el monto de la cantidad a pagar, es posible acudir ante 
un juez con objeto de que éste arbitre el procedimiento pericial. Cada 
parte aporta el juicio de su especialista y, en caso de discordia, el juez 
designa un tercer perito para que rinda opinión. A pesar de que la 
prueba pericial no vincula de manera directa al juzgador, resultaría 
muy difícil imaginar que el juez pueda desarrollar una labor de valo­
ración )jbre, una vez que se encuentra encajonado por los dictámenes 
de los especialistas y, más concretamente, por el del tercer perito en 
discordia. 

El sistema pericial prevalece para determinar el monto en el caso de 
expropiación de bienes muebles y también en las ocupaciones tempo­
rales. Las limitaciones de dominio ,-entiéndase en este caso, por ejem­
plo, la imposición de servidumbres....- queda al arbitrio directo del juz­
gador. 

Tan desacreditados se encuentran los sistemas vigentes de valora­
ción que en importantes decretos expropiatorios de la época reciente 
se han sustituido por el dictamen de la Comisión de Avalúas de Bie­
n:_s acionales, sin que los afectados hayan objetado esta suplanta­
cion, pensando quizás en que cualquier mecanismo es mejor para su 
causa que los sistemas adoptados por la ley.122 

La ley mexicana no tiene ninguna previsión para considerar facto-
res de actualización ni pago de intereses; esto a pesar de la facultad 

1 Vid., articulo 10 de la Ley Mexicana. 
121 Vid., artículo 11 de la Ley Mexicana. 
iu En el e.aso de la e · ·6 d 

la 
xpropiaci n e inmuebles con motivo de loo efectos de los 

IIJmO en ciudad de Mb"co Di . o¡· . l d l 
J 1 21 22 23 d uh 1 

' ario icia e a Federación publicado los dlas 
• • Y e oct re de 1985. 
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de postergación que tiene el expropiante a su favor. Tampoco estable­
ce que por la expropiación deben compensarse, además de la pérdida 
del bien, los daños y perjuicios vinculados de manera directa con el 
acto. 

c.3) Un dato importante a señalar es el hecho de que el sistema 
mexicano no vincula el pdgo de la indemnización al acto de la ocupa­
ción. Esta última se produce de manera libre y sin estar condicionada 
por consignación o depósito a favor del expropiado. Bajo este enten­
dido, el momento en que se fija el monto de pago es precisamente el 
de la declaratoria de utilidad pública, que habitualmente se efectúa 
a través de un decreto del poder ejecutivo. 

Como la trasferencia de dominio opera en forma consustancial a la 
declaratoria, en realidad se priva al expropiado del bien o derecho 
materia de la afectación, sin que éste goce de manera efectiva de la 
indemnización. No es raro que ésta se produzca a posteriori y que 
incluso se cubra en forma fragmentaria, a lo largo de un plazo ex­
tenso.123 

Bajo los efectos de la ley mexicana es imposible que un expropiado 
pueda ver resarcidos sus intereses patrimoniales en forma cabal; la 
expropiación implica siempre un detrimento para el afectado. No se 
da con este régimen una fórmula de equilibrio, sino que sólo se garan­
tiza un resarcimiento parcial que no cumple con el fin sustitutivo que 
tiene, por ejemplo, el justo precio en España. Bajo esta perspectiva, 
puede afirmarse que en México la expropiación sí merma de manera 
real a la propiedad como institución, ya que los cauces garantistas de 
la ley no son suficientes para resarc:ir satisfactoriamente por la afec­
tación . El margen de esa insuficiencia es lo que la expropiación resta 
al derecho de propiedad. 

1.2 El procedimiento 

a) En el régimen argentino todo el énfasis se lo lleva la _fa~e ju?~­
cial. En este caso la expropiación asume la textura de autentico liti­
gio. La declaratoria de utilidad pública enmarca la actuación procesal, 
pero en realidad son las partes litigiosas las que sostienen la dinámica 

12a Vid., artículo 29 de la Ley Mexicana. Como ejemplo pu~de cons~tarse el 
' 'Acuerdo que señala reglas para fijar la Jndemnizacióo de la nac1onalizac16n de la 
Banca Privada, las características de la emisión de los bono~. del Gobierno Fede?l 
para el pago de la misma y el procedimiento para efectuarla , publicado en el D1a~ 
rio O[icia( de la Federación de 4 de julio de 1983. 
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del acto a través del curso del juicio. De acuerdo con el sentido con­
scr\"ador plasmado en la Carta constitucional, el procedimiento judicial 
deviene garantía para el expropiado. Como afirma Walter Villegas 
"no hay allí -en el articulo 17 de la Constitución- palabra alguna 
que autorice a deducir que la excepción a la garantía de la individua­
lidad de la propiedad implica también una excepción a la defensa ante 
los jueces".~-• 

El procedimiento debe iniciarlo por regla general el expropiado a 
través del ejercicio del derecho de acción, siempre que no hubiera con­
cilíactón con el sujeto expropian te. Si la materia de la afectación son 
bienes inmuebles, la jurisdicoón adecuada es el contencioso-adminis­
trativo. Y si versa sobre muebles, el trámite debe incoarse ante el juez 
ordinario del lugar en que se encuentre, o en el sitio donde se ubica 
el domicilio del demandado, a elección de este último.125 

Se trata de un juicio sumario cuya litis se plantea fundamentalmen­
te en torno a la indemnización, aunque esta materia no proyecta efec­
tos restrictivos sobre el fondo del negocio.1 2<1 A pesar de tener la 
naturaleza de un juicio breve, el trámite expropia torio tiene sus fases 
procesales bien demarcadas: demanda, contestación, período de prue­
ba, alegatos y sentencia. Desde luego, la ortodoxia del proceso argen­
tino no excluye la posibilidad de la interposición de los recursos re­
gulados en el Código Procesal Civil. 

Como fase peculiar del juicio expropiatorio hay que indicar el trámi­
te en virtud del cual, en tratándose de inmuebles, el expropiante debe 
consignar eJ valor provisional señalado por el Tribunal de Tasaciones y 
el juez, por su parte, procede a otorgar la posesión del bien afectado.1 27 

Es relevante mencionar que no es la declaratoria de utilidad públi­
ca un dato determinante para operar la transmisión del dominio. En 
el istema argentino realmente la transferencia se realiza una vez que 
fue cubierta la indemnización, otorgada la posesión y dictada la sen­
tencia que pronuncia la validez del acto expropia torio.128 La transmi­
sión de dominio ocurre entonces en una de las etapas procesales del 
juicio. Salvo el caso de la expropiación irre9ular, sin juicio, no hay 
traslado de propiedad. 

::: Vr~AS: A Walter, op. cit., supra, nota (29), pp. 355-356 
Vid .. art1culos 18. 19, 21, 22 y 25 de la Ley Argentina. 

lM Vid, artic.ulo 19 de la Ley Argentina. 
121 V,cl., artículos 22 y 25 de la Ley Argentina. 
121 Ved., articulo 29 de la Ley Argentt.0a. 
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Las tercerías no se admiten en este juicio y los intereses distintos al 
del propietario que puedan surgir sobre el bien, deben dirimirse en 
procedimientos anteriores y no afectan la situación patrimonial de 
éste, sino sólo se proyectan sobre una parte proporcional de la indem­
nización. En virtud del acto expropiatorio la propiedad se transmite 
libre de cualquier gravamen,1 20 

Cuando existe controversia sobre la titularidad del bien, ésta debe 
ser resuelta en juicio previo. Incluso hay criterio de la Corte que de­
termina la interrupción del juicio expropiatorio hasta en tanto se sus­
tancia el procedimiento ordinario relativo a la titularidad. Sólo bajo 
esta perspectiva es posible precisar quién puede actuar legítimamente 
como demandado en el juicio expropiatorio.1 30 A la luz de las contin­
gencias sociales que motivan una expropiación, esta exigencia del 
régimen argentino parece demasiado complicada, ya que puede exten­
der la duración total del proceso en demasía. Debiera entenderse que 
por lo menos la autoridad administrativa puede efectuar la consigna­
ción del pago y ser autorizada precautoriamente a tomar posesión. El 
conflicto de titularidad no afecta de manera directa el sentido del 
acto expropiatorio; realmente se convierte en una disputa por la in­
demnización. 

En cuanto a plazos que señalan la oportunidad para los diversos 
ejercicios procesales, cabe primero indicar que, si el expropiado no 
promueve el juicio para afectar bienes determinados después de dos 
años de la entrada en vigor de la ley en que se hizo la declaratoria 
de utilidad pública, se tendrá por abandonada la expropiación. Cuan­
do se trata de bienes comprendidos en una zona acotada el plazo 
es de cinco años y de diez cuando el objetivo sean bienes incluidos 
en una enumeración genérica. Por otra parte, la acción del expropiado 
para exigir el pago de la indemnización es improcedente después de 
cinco años, computados a partir de la fecha en que fue determinado 
el monto respectivo.181 

Los plazos para considerar abandonada la expropiación no corren 
cuando la ley que califica la utilidad pública hace reserva de los in­
muebles y los afecta a obras y proyectos de ejecución diferida. 

b) A diferencia de lo que acontece en la Argentina, en España la 
expropiación es motivo de un proceso típicamente administrativo. El 
procedimiento ordinario tiene como condición previa la calificación 

129 Vid .. artículos 28 y 32 de la Ley Argentina . 
1ao VrLLBG/1S A., Waltcr, -0p. cit~ supra, nota (29), p. 359. 
13 1 Vid., artículos 33 y 31 de la Ley Argentina, respectivamente. 
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legal de la causa de utilidad pública. Acto seguido se inicia la fase 
en la que se declara por el Consejo de Ministros la necesidad de ocu­
pación; este acuerdo es el que da inicio formal al expediente expro­
piatorio.1 - Ya contra la declaratoria se perfila el primer mecanismo 
de defensa a favor del afectado, que tiene expedito el recurso de al­
=ada ante el Ministerio competente. Se trata de un recurso adminis­
trativo de anulación.13 

A continuación se da curso a la etapa del justi-prec-io, que puede 
agotarse por acuerdo entre las partes; si éste no se produce, se tras­
ladan los autos al Jurado Provincial de Expropiación, a efecto de que 
estable::ca el monto de la indemnización:m A su vez, la determinación 
del Jurado puede ser sometida a revisión por la vía del contencioso­
administrativo 1 ,:; 

La ocupación ocurre una vez que fue efectuado el pago del justo 
precio, o bien, que se consignó la cantidad fijada por el Jurado Pro­
vincial. Esta fase es atribución de la autoridad administrativa y la 
única obligación formal consiste en circunstanciar la ocupación en un 
acta elaborada al efecto.136 

Espeáficamente como garantías jurisdiccionales la ley española 
autoriza al afectado el ejercicio de los interdictos de retener o de re­
cobrar la posesión, siempre que no se hayan cumplido los requisitos 
sustanciales de la expropiación; tales como la declaratoria legal previa 
o la determinación de la necesidad de ocupación; 137 o bien, cuando se 
haya omitido el pago indemnizatorio o su ocupación. Llama la aten­
ción cómo el legislador español recupera inesperadamente la contun­
dencia de un mecanismo procesal tan elemental como la protección 
interdictaJ. Los interdictos posesorios son quizás las acciones reales 
más sencillas, pero a la vez más efectivas, en la medida que obvian 
la acreditación de la titularidad. 

Otra de las garantías jurisdiccionales es, según la ley de España, 
el recurso contencioso-administrativo. el cual puede recaer lo mismo 
contra la resolución administrativa que finiquite el expediente de ex­
propiación que contra cualquiera de sus piezas.138 A través de refe-

t.n Vid., artkulos 9o. y IS de la Ley Espaflola. 
m Vid., artículo 22 de la Ley Espaíiola. 
1 

' Víd., artículos 24. 25 y 26 de la Ley Española. 
1 Vid.., articulo 35 de la Ley Espallola . 

• U& Vid., artículo 51 de la Ley E.spaíiola y artículo 55 del Reglamento de la 
11111ma. 

111 Vid, articulo 125 de la Ley Espafiola. 
1 1 Vid. articulo 126 de la Ley Espaífola. 
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renda expresa la ley española indica que el acuerdo que fija el justo­
precio es .recurrible por esta vía de trámite. 

c) En la ley mexicana el procedimiento se encuentra desarrollado 
sólo como boceto. La imprecisión en la definición de sus fases y, so­
bre todo, la imposibilidad de un trámite judicial, sea por la vía civil 
o por la administrativa, disminuye en mucho la posición del afectado. 
Según este .régimen, la expropiación es un procedimiento administra­
tivo, cuyo trámite se realiza prácticamente sin la intervención del 
afectado. El poder judicial interviene sólo tangencialmente cuando 
existe inconformidad con el monto de la indemnización. La participa­
ción del juez, como quedó expuesto en otra parte del trabajo, se cons­
triñe a arbitrar el procedimiento de dictaminación pericial. 

En el régimen mexicano, la declaratoria de utilidad pública, efec­
tuada en la práctica a través de un decreto del ejecutivo, es la pieza 
fundamental del proceso. En el Decreto se contiene una auténtica ca­
lificación de la causa expropiandi, ya que las enumeraciones genéricas 
de la ley poco enmarcan la atribución del Ejecutivo al respecto; allí 
se determina la ocupación, que casi siempre ocurre ipso facto. La úni­
ca manera de aplazarla es a través del ejercicio del recurso de revo­
cación, que debe interponerse ante la Secretaría de Estado que tramita 
el expediente de expropiación. Sin embargo, existen determinadas cau­
sales expropiatorias redactadas en forma abierta que autorizan la 
ocupación inmediata aun con la interposición del recurso. Una vez 
resuelto éste, en los casos que no tuvo efecto suspensivo, se procede 
a la ocupación, que como quedó establecido, no se vincula al pago ni a 
la consignación del monto indemnizatorio.1 39 

El expediente expropiatorio se tramita ante la Secretaría del despa­
cho que resulta competente según la materia del acto, aunque la ley 
nunca aclara en qué momento debe iniciar su integración ni mucho 
menos cuál debe ser su contenido. Presumiblemente el expediente debe 
iniciarse antes de la declaratoria, porque el legislador dejó escrito que 
"se tramitará el expediente ... y en su caso hará la declaratoria res­
pectiva" .14º En toda esta fase no existe posibilidad de participación 
por parte del afectado y hasta aquí en ningún momento se el confiere 
la posibilidad de alegar o de hacer valer sus intereses en relación 
con la idoneidad que pudieran tener otros bienes para satisfacer la 
contingencia social de que se trate. 

18º Vid., artículos 79 y 89 de la Ley Mexicana. 
uo Vid., articulo 39 de la Ley Mexicana. 
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Así las cosas, el propietario tiene a su favor sólo el recurso de re-
·ocación para intentar la anulación del acto ante la misma autoridad 

que lo protagoni=a. Detrás de la revocación tampoco hay mucho, al 
afectado le resta únicamente ofrecer prueba pericial ante el juez del 
caso. i e que se encuentra mconforme con el monto de la indemni­
:ación.w Fuera de estos mecanismos marginales de defensa el sistema 
mexicano carece de instrumentos que limiten la facultad de expropiar, 
definida a favor de la autoridad administrativa. 

4.3 Las t•ias urgentes e irregulares 

La emergencia con la que se producen las contíngencias sociales en 
o-asiones justifica una in1erencia pública abrupta en cuyo despliegue 
se producen abreviaciones procesales, por lo general , restando capa­
cidad de defensa al afectado. Esta disminución de garantías se legiti­
ma porque con ella se pretende conseguir el aligeramiento de un ries­
go o la disminución de un daño a nivel colectivo. El sistema de las 
expropiaciones urgentes es entonces una pieza indispensable en el 
cuerpo técnico de esta institución. De hecho, constituyen el rango de 
discrecionaJidad que el legislador debe otorgar a favor de la adminis~ 
trac1ón para no colocar la expropiación de espaldas a la realidad. 

Sin embargo, uno de los problemas más agudos que enfrentan 
los regímenes expropiatorios actuales, es la forma en que las autori­
dades administrativas han abusado de los cauces de urgencia, hasta 
desplazar los procedimientos ordinarios. La normalización de estas 
excepciones obedece a la intención de los sujetos expropiantes que 
pretenden abatir los mecanismos legales de control, precisamente para 
atemperar su efectividad. 

Cuando no se mira a largo plazo, podría parecer conveniente a la 
autoridad expropíante socavar las facultades de defensa del sujeto 
e propiado; sin embargo, cuando el análisis atiende a los resultados 
de largo alcance. Jo que en realidad ocurre es el desprestigio del régi­
me~ expropiatorio en cuanto institución jurídica y la pérdida de legi­
timidad del gobierno corruptor. Hoy se vuelve necesario restablecer 
~l sistema garantista dentro de la expropiación y restringir las zonas 
inmunes del poder público; éste es un imperativo del Estado contem­
poráneo. La legitimidad del régimen expropiatorio se finca en su trans­
parencia Y en su previsibilidad. sin estos elementos ]a expropiación no 

141 V 'd · 1 r A 1 , art,cu os <r' y 11 de la Ley Mexicana. 
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alcanza a ser más que una pieza funcional en la operación de un go~ 
bierno autoritario. 

a) Las expropiaciones urgentes encuentran justificación en la idea 
de evitar un retraso en la ocupación del bien que pueda entorpecer la 
satisfacción de una apremiante necesidad colectiva. En el régimen ar-­
gentino, sin embargo, no existe la regulación expresa de esta institu­
ción. quizás, como lo sugiere Walter Villegas, en atención a que el 
proceso ordinario de expropiación autoriza a la ocupación , una vez 
garantizado prudencialmente el pago indemnizatorio. Así , al admitir 
este sistema la diferencia que existe entre "desposesión" y "desapro­
pio" , posibilita que las situaciones de urgencia puedan atenderse sin 
que la solución práctica afecte el sentido de la sentencia que ponga fin 
al juicio de expropiación.1 ·12 El afectado pierde la posesión. sin embar­
go. la suerte final de su derecho de propiedad no se dirime sino hasta 
que proviene la sentencia; antes, todos los efectos expropiatorios se 
consideran provisionales. 

a.l) Como cauce expropiatorio peculiar, en Argentina se regula la 
llamada expropiación irregular. Ésta se produce, según la Ley, en tres 
situaciones: 1) Cuando existe calificación legal de una causa de uti­
lidad pública y el Estado realiza la ocupación sin haber cubierto el 
pago de la indemnización; 2) cuando habida una declaratoria legal 
de utilidad pública el bien resulta indisponible por los medios norma­
les, y 3) cuando el Estado impone restricción o limitación al derecho 
o al bien del titular que lesione su situación patrimonial. En estos 
casos se autoriza al afectado a iniciar el juicio expropiatorio en contra 
del ejecutor para forzarlo a regularizar el procedimiento y a que otor­
gue las garantías del sistema ordinario de expropiación.14 3 

Confundidos por la imagen procesal que suscita la expropiación 
irregular, algunos autores han llamado a este trámite etxpropiación 
inversa, dando a entender que los papeles del sujeto pasivo Y del ac­
tivo se intercambian.1-H Esta caracterización es errónea, pues la auto­
ridad, así sea de forma irregular, es la que realiza la afectación, Y el 
sujeto pasivo el que la resiente. Sustancialmente entonces _ los roles 
expropiatorios se mantienen . En realidad. la facultad de accionar que 

142 VtLLEGAS A .• Walter, op. cit., supra, nota (29), pp. 428. 429 Y ·'130. 
1-13 Vid., artículo 51 de la Ley Argentina. 
114 Vn.LJ;.GAS A., Walter. op. cit., supra, nota (29), pp . 441-'1-13. VrLLEGAS BA­

SAVILBASO prefiere la expresión de expropiación irregular, coincidente con el uso de 
la Ley; op. cit. supra ( nota 62) , 4'17-478. En el mismo sentido LAQUIS, Manuel, 
op. cif., supra, nota ( 28), pp. 638 y 639. 
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se confiere al sujeto pa ivo no es más que una garantía a su fa­
vor para obligar al ejecutor de una afectación defectuosa a reponer el 
curso ordinario de la expropiación. Una vez en juicio, los trámites 
procesal se reali=an en forma idéntica a los de la expropiación re­
gular. 

La acción del afectado, en el caso que nos ocupa, tiene el lapso de 
cinco años como término prescriptivo.ª5 Desde cualquier perspectiva 
aparece éste como un pla::o suficiente porque no constriñe al afectado 
a una reacción rápida e inconveniente. El cómputo prescriptivo tiene 
como fecha de arranque el momento en el que se procede a la afec­
tación. 

La expropiación irregular puede envolver el supuesto de urgencia 
cuando. declarada por ley una causa de utilidad pública, sobre.viene 
una emergencia cuyos efectos obligan a precipitar la acción adminis­
trativa. Sin embargo, el legislador argentino obvió la calificación de 
urgencia .-que siempre entraña elementos valorativos de difícil con­
trol.- y optó simplemente por impedir que las ocupaciones defectuo­
sas escapen al criterio del resarcimiento, forzando a la autoridad afec­
tante a normalizar su trámite. Como quiera que sea, en este caso el 
desideratum del pago previo de la indemnización queda desvirtuado. 

a.2) En el caso de expropiación parcial. si la porción que no fue 
alcanzada por el acto demerita su función a tal grado que ya no pue­
de ser objeto de uso o explotación racional, el expropiado podrá pro­
mover la afectación total del bien.1

~ Este es un caso que presenta un 
perfil procesal similar al de la expropiación irregular, por la posición 
que asumen los sujetos en la tramitación del juicio. La ratio legis de esta 
medida se encamina a evitar que los criterios formalistas puedan so­
breponerse a la dimensión real de los prejuicios que genera un acto 
expropiatorio. En todo caso, el afectado enfrenta el problema de pro­
bar que la parte no expropiada del bien afectado, no resulta ya útil 
para los fines naturales a los que se encontraba destinada. 

b.l) El régimen español sí reconoce el sistema de la expropiación 
urgente. Lo regula dentro del capitulo relativo a las formas de pago 
de la indemnización y, desde luego, como un método excepcional al 
curso ordinario del proceso expropiatorio. La emergencia que amerite 
la ocupación urgente debe ser apreciada por el Consejo de Ministros 
y referida a 'una obra o finalidad determinada" .147 El efecto principal 

10 Vid., artlculo 56 de la Ley Argentina. 
Vid~ articulo 8Q de la Ley Argentina. 

147 Víd., artículo 52 ~ la Ley Española. 
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que se persigue con este trámite de excepción es facilitar el traslado 
expedito de la posesión al expropiante, sin que tenga que diferirse el 
momento de la ocupación hasta el de la fijación del justiprecio. Dicho 
en términos directos, la expropiación urgente torna la previa indem­
nización en reparación a posteriori de los efectos expropiatorios.148 

El trámite abreviado de la expropiación urgente impone sin embar­
go algunos requisitos procesales: identificación de los bienes, levan~ 
tamiento, con intervención del afectado, de un acta previa de ocupa­
ción, elaboración por parte de la Administración de las "hojas de 
depósito" y finalmente, pago a consignación de una cantidad provi­
sional que se calcula sobre la capitalización .-al interés legal- de los 
líquidos imponibles, según la valoración fiscal que corresponda a 
los bienes a expropiar.149 

A diferencia de lo que acontece en la Argentina, donde el juicio ex­
propiatorio posterga el traslado de dominio hasta el momento de la 
sentencia, en el régimen español el efecto traslativo de dominio se 
suscita desde que se efectúa la ocupación urgente. Así, sólo se difiere 
la fijación definitiva del justiprecio, pero no el efecto adquisitivo a 
favor de la Administración o del beneficiario de la expropiación, se­
gún se trate. 

Los antecedentes históricos de la expropiación urgente en el país 
ibérico se ligan al sistema de la Ley del 7 de octubre de 1939 en la 
que se aludía a las necesidades de la reconstrucción nacional como 
causa legitimante de las expropiaciones expeditas . Desgraciadamente, 
en la práctica administrativa española, las repercusiones de este pe­
riodo de excepción se han extendido y hasta la fecha la institución de 
las expropiaciones urgentes ha servido para subvertir el sistema ga­
rantista de la expropiación. Habitualmente las autoridades administra­
tivas han utilizado el sistema de urgencia para tramitar expropiaciones 
que nada tienen que ver con situaciones de emergencia, ocasionando 
de esta forma un fraude al régimen del trámite ordinario.15º 

Una de las consecuencias más negativas del abuso de la expropia­
ción forzosa, es el perjuicio financiero que ocasiona el diferimiento del 
pago integral de la indemnización. Como observa García de Enterría, 
se impone al afectado un empréstito forzoso con el que la administra­
ción o el beneficiario de la expropiación obtienen un financiamiento 

148 GARciA DE ENTERRÍA, E. y Tomás-Ramón FERNÁNDE.Z, op. cit. supra, nota 
(38) . pp. 259-266. 

Ho Vid., artículos 52 y 53 de la Ley Española. 
160 GARCÍA DE ENTERRÍA y FERNÁNDEZ, op. -cit., supra, nota (38) p. 259. 
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adicional para la obra o explotación que deben realizar, de acuerdo 
con la finalidad del acto e. propiatorio.161 

La generalí:ación del uso de la expropiación urgente ha prohijado, 
de hecho, una amplia :ona de inmunidad sobre la que el Tribunal Su­
premo ha omitido establecer una censura eficaz. Así, con esta práctica 
d orbitada, la institución expropiatona pierde la previsibilidad y la 
certe:a que quisieron conferirle los legisladores de 1954. El gran es­
fuerzo técnico que significó el desarrollo del proceso ordinario de 
expropiación en la ley, en buena medida se nulifica, pues siempre que­
da abierta la iniciativa del Consejo de Ministros para intentar una 
afectación expedita, al margen de los controles legales que regulan el 
pre\'io pago de la indemnización. 

b.2) De manera similar al régimen argentino, el español reconoce 
la expropiación parcial y, de idéntica manera, autoriza al expropiado 
a pedir la extensión de la afectación a la totalidad del bien, siempre 
que la explotación del remanente resulte antieconómica para el pro­
pietario.1"2 A diferencia de lo que sucede en Argentina, donde el 
expropiado debe incoar acción judicial para tal efecto, en España la 
solicitud se dirige contra la Administración, que debe resolver la peti­
ción en un plazo de diez días. Contra la resolución tiene el afectado 
la po ibilidad de interponer el recurso contencioso-administrativo. 

b.3) El régimen español positiviza vías especiales para las siguien­
tes materias: zonas o grupos de bienes, incumplimiento de la función 
social de la propiedad, bienes de valor artístico, histórico o arqueoló­
gico, urbanismo, traslado de poblaciones, colonización, obras públicas, 
propiedad industrial y seguridad y defensa nacionales.153 

o es aquí el Jugar para desarrollar cada uno de esos sistemas ex­
propiatorios. Sin embargo, por su peculiaridad, destacan las expropia­
ciones por incumplimiento de la función social de la propiedad. En 
este caso la expropiación tiene la naturaleza de una sanción, la cual 
se dirige a contrarrestar el incumplimiento por parte del propietario, 
al que la ley o un Decreto le impuso una directriz concreta de ejerci­
cio en atención a una razón de conveniencia social.1H 

Para que prospere este tipo de expropiación sanciona toria es preciso 
que la orientación concreta al afectado esté definida de manera explí­
cita en una ley o en un decreto y que Ja norma contenga, además, el 

i .:a Ibídem, p. 264. 
1

i 2 Vid., artículo 23 de la Ley E.~pañola. 
1511 Vid., todo el titulo tercero de la Ley Española. 
1 

• Víd., artículos 71-75 de la Ley Espaiiola. 
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apercibimiento al titular de ser expropiado en caso de rebeldía. Tam­
bién es requisito que la Ley disponga un plazo de cumplimiento y 
será hasta el vencimiento de éste que la expropiación se hace posible. 
Reunidos estos requisitos, corresponde al Consejo de Ministros hacer 
la declaratoria de ocupación aunque no argumentando la necesidad 
específica, como sucede en el proceso ordinario, sino manifestando que 
han concurrido los supuestos necesarios para realizar el acto de san­
ción. 

c) En México no está formalmente reconocida la expropiación ur­
gente; no obstante, existen tres fracciones del artículo 1 o. de la Ley 
..-en el que se definen las causas de utilidad pública, a través del sis­
tema de calificación genérica--- que podrían equipararse por sus efec­
tos a este tipo de expropiaciones, a saber: 

V. La satisfacción de necesidades colectivas en caso de guerra o 
trastornos interiores; el abastecimiento de las ciudades o centros 
de población, de víveres o de otros artículos de consumo necesa­
rio, y los procedimientos empleados para combatir o impedir la 
propagación de epidemias, epizootias, incendios, plagas, inunda­
ciones u otras calamidades públicas. 

VI. Los medios empleados para la defensa nacional o para el 
:mantenimiento de la paz pública. 

X. Las medidas necesarias para evitar la destrucción de los ele­
mentos naturales y los daños que Ja propiedad pueda sufrir en 
perjuicio de la colectividad. 

En los casos en que alguna de las circunstancias de estas fracciones 
sirva de móvil para la expropiación, la tramitación del recurso de re­
vocación por parte del afectado no suspende la ocupación; ésta se pro­
duce, entonces, una vez notificado el Decreto que contiene la decla­
ratoria de utilidad pública. El rasgo más fuerte de este sistema es el 
de la falta de obligación a cargo del expropiante, quien no tiene la 
carga de indemnizar previamente y ni siquiera de garantizar el pago a 
través de una consignación. La transfertncia de propiedad se lleva 
a cabo, por supuesto, ope expropiationis. Los efectos del acto sólo 
podrán anularse en caso de que la revocación interpuesta llegare a te­
ner una resolución favorable. 

Las expropiaciones de mayor alcance político bajo la vigencia de la 
ley mexicana han sido, sin duda, la que afectó en 1938 a las Compa-
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ñias concesionarias en el ramo del petróleo; la que sirvió de vehículo 
a la llamada nacionalización de las instituciones de banca privada en 
19 2 y, finalmente, la expropiación de más de dos mil inmuebles sitos 
en el Distrito Federal, como consecuencia de los grandes sismos de 
19 5. En los tres casos alguna de las causales transcritas arriba ha 
estado siempre involucrada. En el caso de la expropiación petrolera, 
se argumentó la prevención de una posible falta de abasto a los cen­
uo de población ..-que podría, a su vez llegar a provocar transtornos 
interiores- y también se intentó tipificar la expropiación en el ámbito 
de la protección de los recursos naturales; 15

~ cuando se efectuó la 
e.·propiación de la banca se acudió también a la situación referente 
a transtornos interiores, aunque en este caso, los considerandos del 
Decreto aludieron a que éstos habían sido provocados por la forma 
irresponsable en que las instituciones de banca estaban manejando la 
politica crediticia y de destino de ]os depósitos; 166 por último, cuando 
se expropiaron inmuebles en el D . F. a consecuencia de los sismos de 
1985, se aludió también a trastornos interiores y, además, a la causal 
que se propone prevenir los daños que la propiedad pueda sufrir en 
perjuicio de la colectividad.151 

Las tres expropiaciones mencionadas motivaron el amparo de los 
afectados, aunque con distinta suerte. En el caso de las compañías 
petroleras. se negó a tcavés de ejecutoria; el amparo de las institucio­
nes de banca privada fue sobreseído porque el Juez de Distrito con­
sideró que la reforma constitucional - posterior a la expropiación,-, 
que atribuyó la función de banca al Estado en forma exclusiva, supri­
mió la materia de la queja.158 De los numerosos amparos que promo­
vieron los propietarios de inmuebles en 1985, muchos fueron resueltos a 
favor de los quejosos. En la mayor parte de los amparos concedidos, el 
argumento del juzgador señaló que no fue acreditada la causa de uti­
lidad pública por parte del expropiante, ya que éste no integró debi­
damente el expediente que menciona la ley de la materia.1 G9 

1 Diario Oficial de la Federación de 18 de marzo de 1938. 
Jr,,J Diario Oficial de la Federación. del 1 Q de septiembre de 1982. 
157 Dentto publicado en el lXlrio O[icial de la Federación del 11 de octubre de 

1955. 
1 Fea Á oez DEL CASTILLO, Germán, Propiedad y Expropiación, Escuela Libre 

de Derecho. Mé Ko, 1987, pp. 222-272. 
' 

9 DtAZ Y DiAZ Martín. "Las exprop.aciones urbanísticas en México. Aprox.ima­
c ones de un proceso sin teoría", en Vol col. Desarrollo Urbano y Derecho. Compil. 
Femando Serrano Mígallón, edit. Plaza y Valdés, México. 1988, pp 301-305. 
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Con excepción de la expropiación de 1985, en los otros casos, la ti­
pificación de la causa de utilidad pública con base en las hipótesis de 
las fracciones V y X del artículo lo. resultan realmente artificiosas. 
Sin embargo, con su inclusión en la fundamentación del acto, la auto­
ridad expropiante buscó situarse en el terreno de los hechos consuma­
dos y de los trámites expeditos, evitando cualquier tipo de respuesta 
procesal de los expropiados. 

A diferencia de lo que ocurre en España, donde las expropiaciones 
urgentes a menudo se convierten en vehículo de fraude al sistema 
garantísta del procedimiento ordinario, en México, el régimen expro­
piatorio normal concede tan poca oportunidad de defensa al afectado, 
que en realidad estas expropiaciones especiales no hacen sino acen­
tuar esta tendencia a la discrecionalidad autoritaria. 

4.4 La reversión 

La reversión es unánimemente reconocida como pieza imprescindi­
ble en cualquier régimen expropiatorio. El sistema garantista que otor­
ga legitimidad a la expropiación dispensa controles legales previos al 
acto de ocupación, tal es el caso de la calíf icación legal de la causa 
de utilidad pública; posteriormente, extiende la protección al momen­
to de la ocupación y al procedimiento para obtener el pago indemni­
zatorio: pero el efecto protector no se detiene allí; ex post, también 
existe un mecanismo que otorga el derecho de verificación al expro­
piado, quien puede constatar que el bien efectivamente hubiese sido 
dedicado a la causa de utilidad pública que motivó la expropiación. 
García de Enterria caracteriza esta garantía postrera como "causa de 
invalidez sobreviniente". La reversión invalida el efecto expropiatorio 
en cuanto al cambio de titularidad del bien, pero no puede, como es 
obvio, motivar un resultado de anulación.160 Así, aunque la expropia­
ción es válida, se salva la inafectabilidad de la propiedad por un hecho 
arbitrario, ya que se ha constatado que la causa de contingencia social 
que provocó el sacrificio del propietario, no tuvo satisfacción por me­
dio de la expropiación, como lo prueba la falta de utilidad del bien a 
ese propósito. 

a) En la Argentina, a la reversión la ley la denomina retrocesión. 
Se tramita, como la expropiación por vía judicial, aunque también ad-

180 G>.Rcf>. DE ENTERIÚA y Tomás-Ramón FeRNÁNDBZ, op. cít., supra nota (38), 
p, 94. 
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mite una solución extrajudicial por acuerdo de las partes e incluso el 
cauce administrativo, definido como requisito previo al ejercicio judi~ 
dal de la acción retrocesiva.1v1 

La retrocesión se endere::a contra el expropiante, "o contra éste y 
los terceros a quienes hubiere sido transferido el bien". P rocede cuan­
do : 1) a la cosa no se le dio el destino que. demandaba la causa de 
utilidad pública que justificó la expropiación, bien porque se le otor­
gó un fin diferente, o porque simplemente no se le. atribuyó destino 
alguno; 2) el bien fue aprovechado sólo parcialmente en la solución 
de la contingencia social y existe. otra parte del mismo a salvo de ese 
destino.11-z 

El trámite puede iniciarse cuando han transcurrido dos años desde 
que la expropiación quedó perfeccionada. Sin embargo, el legislador 
distingue aquí entre dos supuestos: primero, si se trata de inacción ab­
soluta sobre el bien, el expropiado debe informar al expropiante sobre 
el fin de la afectación; si después de seis meses permanece la inacti­
vidad de éste con relación al bien, el afectado puede ya ejecutar la 
acción judicial de retrocesión. En cambio, si el asunto versa sobre el 
otorgamiento de un destino distinto al que motivó la expropiación, 
debe iniciarse primero el trámite administrativo y, si éste fracasa, en~ 
tonces sí el ejercicio judicial de la acción.193 

Cabe aclarar que no es necesario que el bien se mantenga afectado 
a la satisfacción de la causa expropiandi, basta que en el momento 
oportuno hubiese tenido ese destino. 

En virtud del balance que la expropiación busca, es necesario que 
quien ejerce una acción de retrocesión reintegre al expropiante la can­
tidad que recibió como pago indemnizatorio; 1et desde luego con el 
ajuste monetario que sea menester para readecuar el valor del dinero. 
En general. las mejoras al bien deben ser también pagadas; los demé­
ritos en cambio, deben restarse de la cantidad que se requiere de­
volver. 

En Argentina sí hay límite prescriptivo para el ejercicio de la retro,., 
cesión, es de tres años, computados a partir de que la expropiación 
quedó perfeccionada.1es 

111 V id., artículos 35 y 39 de la Ley Argentina. 
i u Vid., articul~ 36 y 39 de la Ley Argentina. 
111 lbídtm. 

Vid., incíao c¡ , articulo 42 de la Ley Argentina. 
iu Vid., artículo 50 de la Ley Argentina. 
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La retrocesión sólo corresponde al propietario o a sus sucesores. 
Fuera de estos sujetos, no se otorga ningún otro interés legítimo para 
tramitarla. Esta limitación obedece a que, como quedó expuesto, la 
retrocesión no persigue la anulación de.l acto, sino simplemente la in­
validación ex-post de la transferencia de dominio.11111 

b) La reve:rsión en España se encuentra perfilada en la Ley de Ex­
propiación Forzosa, aunque realmente su desarrollo se realiza en el 
R eglamento de ese instrumento.167 Las causas que pueden motivarla 
son tres: 1) que no se ejecute la obra o no se establezca el servicio 
materia de la expropiación, 2) que se produzcan sobrantes y 3) que 
desaparezca la afectación a los fines del acto expropia torio ( como se 
recuerda, en el caso argentino, la utilización del bien en la satisfac­
ción de la causa expropiandi, así haya sido ocasional, invalida el ejer­
cicio de la acción de retrocesión) . 

El Reglamento de la Ley de Expropiación Forzosa otorga un tra~ 
tamiento especial a las situaciones en las que se ejecuten obras sobre 
el bien expropiado, con un propósito distinto al que motivó la expro­
piación; en este caso deja al expropiado la posibilidad de reclamar la 
reparación del daño, pero niega, con buen criterio práctico, el ejercicio 
de la reversión.168 

En el régimen español el procedimiento pueden iniciarlo tanto los 
titulares de los bienes como, en general. los derechohabientes afectados. 
La reversión se tramita ante el Gobernador Civil, pero siempre su 
resolución puede ser recurrida ante el contencioso-administrativo. El 
plazo para poder iniciar el trámite es de cinco años; aunque existen 
matices desde el punto de vista del impulso procesal. Se requiere, en 
el caso de obra no ejecutada, que la Administración notifique su inten­
ción de no usar el bien para el fin de la expropiación, o bien que rea­
lice actos o declaraciones que impliquen la inejecución. Transcurridos 
cinco años a partir de que la Administración tuvo en su poder los 
bienes, o dos desde la fecha que se señaló para la ejecución de la obra, 
hubiere o no notificado la Administración, los promoventes podrán 
advertir a la autoridad la inejecución; sin embargo, tendrán que aguar­
dar otros dos años para, por fin, iniciar la reversión.169 

166 Vid., artículo 45 de la Ley Argentina. 
187 Vid., artículo 54 de la Ley Espaf\o)a, en concordancia con los artículos 63-

70 del Reg.lamento de la misma Ley. 
188 Vid .• articulo 63 del Reglamento de la Ley Española. 
1~0 Vid., artículos 64 y 65 del Reglamento de la Ley Española. 
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Si s trata de recuperar sobrantes o el bien completo, en caso de que 
haya c ado su afectación a la causa de utilidad pública que originó 
Ja expropiación, la sola notificación de la Administración abre la vía 
rcversíva S1 tal comunicación no se produce, el plazo será entonces de 
cuatro años, sín necesidad de advertir a la Administración la promo­
ción subsecuente. 

La valoración que debe sustentar la devolución del pago indemni­
zatorio se efectúa cuando se declara procedente la reversión. En teo­
ria, las bases de cálculo deben ser las mismas que ayudaron a fincar 
el avalúo inicial, al que, claro, deberán hacerse Jos ajustes correspon­
dientes a las fluctuaciones monetarias. Si no hay acuerdo, como sucede 
con el pago indemnizatorio, el expediente debe remitirse al Jurado Pro­
vincial de Expropiación para que vuelva a efectuar la tasación corres­
pondiente. 

S1 los bienes están ya en poder de terceros cuando se declara la 
reversión, ésta procede de todos modos y a los titulares que afecta 
sólo Jes queda una acción oblicua para hacerla valer contra quienes 
les transfieran el dominio. 

c) Con la parquedad que empleó el legislador mexicano para los 
temas expropiatorios, dedica solamente un artículo al asunto de la re­
versión. Más que decir lo que el precepto contiene, es necesario seña­
lar lo que no comprende, porque en estas omisiones tienen sede los 
mayores problemas en los trámjtes reversivos. Según la ley mexicana, 
cuando los bienes que originaron una declaratoria no fueron destina­
dos dentro del término de cinco años al fin que motivó la expropiación, 
la ocupación temporal o la limitación del dominio, el propietario -y 
sólo eJ propietario- podrá reclamar la reversión.170 

La ley no aclara ante qué autoridad debe promoverse este procedi­
miento, aunque se puede sobreentender que el trámite se realiza ante 
la autoridad que tramitó el expediente expropiatorio; en tal caso, la 
reversión deviene simple recurso administrativo. No se especifica nada 
acerca de sobrantes ni tampoco hay referencia a la obligación del ex­
propiado de reintegrar la indemnización. La ley no distingue entre 
inejecución de la obra y cambio de fin en la afectación del bien. No 
hay disposíc1ones prescriptivas o preclusivas, ni el más mínimo seña­
lamiento sobre la forma procesal en que debe realizarse el trámite. 
Tampoco la jurisprudencia ayuda a integrar estas lagunas . Estas son 
pruebas inequívocas de que el proceso reversivo no tiene una tradición 

1
• Vid, artlculo g. de la Ley Muicana. 
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genuina en el medio mexicano; quizás esto se debe a la falta de con­
fianza de los eventuales promoventes, quienes perciben de antemano 
la falta de las más elementales garantías procesales para su ejercicio. 

Sobre este terreno tan incierto, es fácil colegir que la amenaza de la 
invalidez sobreviniente en realidad no pesa como un factor de control 
sobre las autoridades expropiantes. 

5. APUNTE FINAL 

El cotejo efectuado a lo largo de este trabajo evidencia en general 
el desgaste de los sistemas expropiatorios. La fatiga de estos regíme­
nes se manifiesta en dos sectores: primero, en el terreno de la legiti­
midad de la institución, sobre todo en el de aquellas expropiaciones 
que se realizan con fines políticos o de reforma social; después, en el 
ámbito estrictamente proc-esal, cuyos cauces han sido erosionados pau­
latinamente por el abuso de las expropiaciones de urgencia. 

Hoy, los regímenes expropiatorios se ubican en una situación lími­
te; por una parte, las sociedades contemporáneas reiteran la necesidad 
de contar con una técnica de solución de conflictos que ayude a sol­
ventar las ingentes necesidades que se generan en torno a los proce­
sos de masificación; por otro lado, la reivindicación deJ ámbito privado 
por una sociedad civil cada vez más protagónica, no se aviene con un 
mecanismo tan tosco de irrupción como es la expropiación forzosa. 

Ante la disyuntiva planteada se hace menester una revisión integral 
de la institución expropiatoria; el análisis, sin embargo, debe perseguir 
un objetivo predeterminado: establecer una diferenciación clara entre 
las expropiaciones de urgencia y las que obedecen a los cánones del 
trámite ordinario, de tal suerte que pueda inhibirse la proyección con­
tinua de los procedimientos excepcionales hacia la normalización. 

En relación con los tres modelos expropiatorios sobre los que se es­
tableció la comparación, se puede decir que en el régimen argentino, 
donde prevalece el carácter conservador, la expropiación forzosa tiene 
pocas expectativas de evolución en un sentido distinto al del trámite 
judicial. Se trata de un régimen consolidado que ha prohijado ya una 
interpretación estable y que responde bien a un régimen de gobierno 
que, aunque oscilante, ha evitado el uso político de la expropiación. 

En España, urge una reforma legislativa que flexibilice la potestad 
expropiatoria, y que reduzca, correlativamente, los puntos de fuga ha­
cia las situaciones inmunes; en concreto, las expropiaciones legislati­
vas, las urgentes y el sistema de las declaraciones implícitas. 
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1é. ico es caso aparte; en nuestro pais la expropiación amerita una 
transformación de dimensión profunda. La ley en realidad carece de 
contenido técnico; su articulado se concreta a ofrecer perfiles básicos 
en romo de la institución, pero, en general. los cauces procesales están 
toda,·ía por desarrollar e. Ojalá que este ensayo colabore, aunque sea 
en algún grado, a eYidenciar el estado de precariedad de nuestra ex­
propiación y mue a a reflexión a quienes estén interesados en hacerlo, 
en tomo a su reconstrucción integral. 

LOS DERECHOS DE LOS EXTRANJEROS EN MATERIA 
DE RESPONSABILIDAD CIVIL 

EXTRA CONTRACTUAL 

Miguel Angel HERNÁNDEZ RoMo 

SUMARIO: I. Planteamiento del problema. II. Importancia del tema. 
III. El sistema federal mexicano. IV. Aplicación de las normas jurídi­
cas mexicanas a los dereichos civiles de los extranjeros. V. Conclusión. 

l. PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA

Con relativa frecuencia, -especialmente en los centros de Turismo Mexi­
cano, los vacacionistas o visitantes extranjeros son víctimas de diver­
sos actos o hechos que causan daños o lesiones en su persona o en su 
patrimonio y les producen un daño moral a ellos o a sus familiares. 

El extranj-ero víctima de los hechos referidos desea saber conforme 
a qué leyes, si las federales o las locales, puede exigir el monto de la 
indemnízación del caso, por los daños y perjuicios sufridos. 

Los ejemplos pueden multiplicarse. Pero en el presente estudio pre­
tendemos presentar una solución del problema jurídico que en esos 
casos de la vida real se nos plantea: ¿Aplicación de la Ley Federal o 
aplicación de la Ley Local? 

11. IMPORTANCIA DEL TEMA

l. A raíz de la reforma del artículo 1916 del Código Civil para el
Distrito Federal. adicionado con el artículo 1916 bis, publicada en el 
Diario Oficial de la Federación del 31 de diciembre de 1982, vigente 
desde el 1 de enero de 1983, se rompió con la uniformidad de la regu­
lación del daño moral en la República Mexicana, habida cuenta que 
el Código Civil de referencia es aplicable en el Distrito Federal en 
asuntos del orden común y en toda la República en asuntos del orden 
Federal, como lo dispone su artículo Prime.ro, e.n los siguientes tér­
minos: 




